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adjunto el informe final, presentado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 18 

de la resolución. 

 El informe fue presentado el 19 de marzo de 2021 al Comité del Consejo de 

Seguridad establecido en virtud de la resolución 2206 (2015) relativa a Sudán del Sur, 

que lo examinó el 26 de marzo. 

 El Grupo agradecería que la presente carta y el informe final se señalaran a la 

atención de los miembros del Consejo de Seguridad y se publicaran como documento 

del Consejo. 
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  Informe final del Grupo de Expertos sobre Sudán del Sur 
presentado de conformidad con lo dispuesto en la 
resolución 2521 (2020) del Consejo de Seguridad 
 

 

 Resumen 

 Desde febrero de 2020, la lentitud de las reformas emprendidas por el Gobierno 

de Sudán del Sur y su aplicación selectiva del Acuerdo Revitalizado para la Solución 

del Conflicto en Sudán del Sur han obstaculizado las mejoras de la protección de los 

civiles y las perspectivas de paz a largo plazo. Más de un año de controversias y 

desacuerdos políticos sobre cómo aplicar el Acuerdo ha ampliado las divisiones 

políticas, militares y étnicas existentes en el país y ha provocado múltiples incidentes 

de violencia entre los dos principales signatarios del Acuerdo: el Movimiento de 

Liberación del Pueblo del Sudán (MLPS), dirigido por el Presidente , Salva Kiir 

Mayardit, y el Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés-Ejército en la Oposición 

(M/ELPS-O), dirigido por el Vicepresidente primero, Riek Machar Teny.  

 En 2021, es mayor que nunca el número de personas en Sudán del Sur que 

necesitan ayuda humanitaria. A pesar de las necesidades humanitarias de 8,5 millones 

de personas, el Gobierno ha impuesto barreras burocráticas a la prestación de la 

asistencia humanitaria, a la vez que el conflicto en curso ha impedido la entrega segura 

de esa ayuda. A principios de marzo de 2021, los sursudaneses de la Zona 

Administrativa de Pibor y de los condados de Akobo en Yonglei, Aweil Sur en Bahr 

al-Ghazal Septentrional y Tonj Este, Tonj Norte y Tonj Sur en Warrap se enfrentaban 

a condiciones similares a una hambruna. 

 Las relaciones entre los dos principales signatarios del Acuerdo y en el seno de 

cada uno de ellos se han deteriorado debido al bloqueo político de la aplicación de 

decisiones claves del Acuerdo, incluidas las relativas a los arreglos de seguridad. El 

descontento en el seno del MLPS y en la base de poder dinka del Presidente por la 

manera en que este ha gestionado la transición ha dado lugar a llamamientos para que 

se establezca un nuevo liderazgo. Además, dirigentes de alto nivel del MLPS y de las 

Fuerzas de Defensa del Pueblo de Sudán del Sur (FDPSS) han expresado su 

preocupación por la posibilidad de que el Sr. Kiir se aproveche de la fragmentación 

para asegurar su supervivencia política y se apoye en políticas transaccionales para 

mantenerse en el poder. 

 Dada la incapacidad del M/ELPS-O para influir en la adopción de decisiones del 

Gobierno o para impulsar la aplicación del Acuerdo, en particular los arreglos de 

seguridad, el M/ELPS-O ha comenzado a desintegrarse. Se han formado nuevos grupos 

escindidos dentro del M/ELPS-O, que han cuestionado el liderazgo del Sr. Machar y 

su papel en el Gobierno. 

 Tras más de 11 meses de negociaciones, en enero de 2021 el Gobierno cubrió la 

última vacante de Gobernador que quedaba, tras nombrar a Budhok Ayang Kur como 

Gobernador de Alto Nilo, y en febrero y principios de marzo finalizó el 

establecimiento de las administraciones estatales y locales. Además, tras más de dos 

años de retrasos, el Gobierno anunció, a finales de enero de 2021, el proceso de 

establecimiento de los tres mecanismos de justicia y rendición de cuentas previstos en 

el Acuerdo, incluido el Tribunal Híbrido de Sudán del Sur. Sin embargo, el Gobierno 

aún no ha reconstituido la Asamblea Legislativa Nacional de Transición y se ha 

centrado sobre todo en la aplicación de los aspectos administrativos de las reformas 

económicas esbozadas en el capítulo 4 del Acuerdo.  

https://undocs.org/es/S/RES/2521(2020)
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 Las fracturas políticas en Yuba han provocado incidentes relacionados con la 

seguridad fuera de la capital, donde ha aumentado la violencia. En Alto Nilo, en parte 

como resultado de la negativa del Sr. Kiir a nombrar al General Johnson Olony como 

Gobernador de ese estado, han aumentado los combates entre el Ejército de Liberación 

del Pueblo del Sudán en la Oposición (ELPS en la Oposición) y las FDPSS. Con el 

apoyo de las milicias locales de Maban en ambos bandos, en diciembre de 2020 y 

enero de 2021 se produjeron enfrentamientos entre el ELPS en la Oposición y las 

FDPSS, en violación el Acuerdo sobre la Cesación de las Hostilidades de  diciembre 

de 2017. A principios de marzo de 2021, milicias jikany nuer de Alto Nilo, bajo el 

mando del ELPS en la Oposición, atacaron e incendiaron aldeas en el condado de 

Akoka. 

 El Teniente General Akol Koor Kuc, Director General de la Oficina de Seguridad 

Interna del Servicio Nacional de Seguridad, y Tut Kew Gatluak Manime, Asesor del 

Presidente para Asuntos de Seguridad, han aprovechado las fisuras internas del ELPS 

en la Oposición para fomentar la deserción de sus altos mandos. En septiembre de 

2020, el General de División Moses Lokujo desertó del ELPS en la Oposición, lo que 

desencadenó meses de combates entre las FDPSS y el ELPS en la Oposición en Kajo 

Kaji, Ecuatoria Central, que provocaron una oleada de violencia de género relacionada 

con el conflicto, asesinatos y desplazamientos de civiles.  

 Como la violencia ha seguido afectando a los civiles en algunas partes de Warrap, 

en marzo de 2021, el recién nombrado Gobernador, Aleu Ayeny Aleu, reunió una 

fuerza mixta de soldados y civiles que habían sido reclutados y armados por orden del 

Sr. Kiir. También en Warrap, el Teniente General Kuc ha seguido reclutando y armando 

a fuerzas controladas por la Oficina de Seguridad Interna, que participaron en los actos 

de violencia que afectaron y desplazaron a civiles.  

 Dada la continua ruptura del control de la situación política y de seguridad, las 

fuerzas de seguridad del Gobierno y otros grupos armados han generado sus propias 

fuentes de ingresos. Por ejemplo, en Ecuatoria Central, Oriental y Occidental, el  

Gobierno y los grupos armados de la oposición se han dedicado a la explotación y el 

comercio de recursos naturales, como la minería artesanal a baja escala, la tala ilícita 

y el transporte y el cobro de impuestos por el carbón vegetal y la madera de 

construcción, a fin de mantener sus medios de vida.  

 Las fuerzas de seguridad del Gobierno, incluida la Oficina de Seguridad Interna, 

se han hecho con el control de los recursos públicos y naturales para generar fuentes 

de ingresos independientes que no han contribuido al presupuesto del país. La Oficina 

de Seguridad Interna también ha interferido en la recaudación de ingresos en la 

Dirección Nacional de Ingresos y ha colocado a sus funcionarios en puestos del Banco 

de Sudán del Sur y el Ministerio de Finanzas y Planificación. El Gobierno aún no ha 

publicado un presupuesto para el año fiscal 2020/21, que termina a finales de junio de 

2021, pero ha seguido financiando proyectos de construcción de carreteras, valorados 

en 3.870 millones de dólares, que han sido gestionados por la Oficina del Presidente.  

 El Gobierno ha obtenido el porcentaje más elevado de sus ingresos de la venta 

de su petróleo, la mayor parte del cual se ha seguido vendiendo por adelantado 

mediante acuerdos de pago anticipado. En 2021, alrededor de tres cuartas partes de los 

cargamentos de petróleo previstos por el Gobierno se han destinado a la amortización 

de préstamos o contratos. Los intereses, las tasas y los costos adicionales asociados 

con los acuerdos de pago anticipado de petróleo crudo han hecho que disminuyan los 

ingresos potenciales del Gobierno. En 2018 y 2019, por ejemplo, el Gobierno 

desembolsó 95 millones de dólares en concepto de honorarios relacionados con cuatro 

acuerdos de pago anticipado. 
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 El Gobierno debería haber generado ingresos adicionales a través de su 

participación en la Nile Petroleum Corporation y de los honorarios pagados por las 

empresas operadoras de petróleo. Sin embargo, el Grupo no ha recibido confirmación 

de que el Gobierno haya obtenido ingresos netos de una media de 3,4 millones de 

dólares al mes de la Nile Petroleum Corporation o ingresos estimados de 20 millones 

de dólares al año procedentes de tarifas de alquiler de superficie pagadas por empresas 

petroleras. 

 El apoyo de la región al Acuerdo de Sudán del Sur ha sido decisivo para abogar 

por el compromiso y la cohesión entre los divididos signatarios. Sin embargo, en el 

último año, las controversias regionales han hecho que se desvíe la atención de las 

crisis políticas en Sudán del Sur. Por lo tanto, es necesario un nuevo impulso por parte 

de los asociados regionales e internacionales para aliviar fracturas políticas y de 

seguridad cada vez mayores en Sudán del Sur. Dada la preocupación de la sociedad 

civil, los líderes políticos y los oficiales militares respecto de la capacidad del Acuerdo 

para traer una paz duradera a Sudán del Sur y sus incipientes llamamientos para que 

el Sr. Kiir y el Sr. Machar renuncien, es necesario un compromiso urgente para evitar 

un retorno al conflicto en gran escala. 
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 I. Antecedentes 
 

 

 A. Mandato y viajes 
 

 

1. En su resolución 2206 (2015), el Consejo de Seguridad impuso un régimen de 

sanciones que se aplicarían a las personas y entidades designadas por contribuir al conflicto 

en Sudán del Sur y creó un comité de sanciones, el Comité del Consejo de Seguridad 

establecido en virtud de la resolución 2206 (2015) relativa a Sudán del Sur. El 1 de julio 

de 2015, el Comité designó a seis personas que serían objeto de sanciones selectivas. Con 

la aprobación de su resolución 2428 (2018), el Consejo impuso un embargo de armas en 

el territorio de Sudán del Sur y añadió dos personas a la lista de personas designadas. El 

29 de mayo de 2020, el Consejo aprobó su resolución 2521 (2020), por la que prorrogaba 

el régimen de sanciones hasta el 31 de mayo de 2021.  

2. Mediante su resolución 2521 (2020), el Consejo de Seguridad prorrogó el 

mandato del Grupo de Expertos sobre Sudán del Sur hasta el 1 de julio de 2021 para 

que pudiera proporcionar información y análisis en apoyo de la labor del Comité, 

incluso en lo que respecta a la posible designación de personas y entidades que 

podrían estar participando en las actividades descritas en los párrafos 15 y 16 de la 

resolución. 

3. El 2 de julio de 2020, el Secretario General, en consulta con el Comité, designó 

a los cinco miembros del Grupo de Expertos (véase S/2020/647). 

4. Desde julio de 2020, los miembros del Grupo han viajado a Italia, Kenya, Sudán 

del Sur y Uganda. 

 

 

 B. Cooperación con Estados Miembros, organizaciones 

internacionales y otras partes interesadas 
 

 

5. Si bien el Grupo de Expertos funciona independientemente de organismos y 

entidades de las Naciones Unidas, desea expresar su agradecimiento a la Misión de 

las Naciones Unidas en Sudán del Sur (UNMISS) por su apoyo sobre el terreno y a 

otros funcionarios de las Naciones Unidas, en particular en Nueva York.  

6. En el curso de su trabajo, el Grupo de Expertos se reunió oficialmente con el 

Ministro de Defensa y Asuntos de los Veteranos y con el Ministro de Asuntos 

Humanitarios y Gestión de Desastres de Sudán del Sur. 

7. También se reunió con órganos y organismos de las Naciones Unidas en Sudán 

del Sur y otros lugares. Además, celebró consultas con el Mecanismo de Vigilancia y 

Verificación del Alto el Fuego y los Arreglos Transitorios de Seguridad.  

8. En el párrafo 17 de su resolución 2521 (2020), el Consejo de Seguridad puso de 

relieve la importancia de que el Grupo de Expertos celebrara consultas con los 

Estados Miembros interesados, organizaciones internacionales, regionales y 

subregionales y la UNMISS. Habida cuenta de su limitada capacidad para viajar en 

medio de la pandemia de la enfermedad por coronavirus (COVID-19), el Grupo 

presentó numerosas solicitudes de reuniones a distancia al Gobierno de Sudán del Sur 

y a Estados Miembros de la región. Sin embargo, el Grupo solo pudo reunirse a 

distancia con misiones permanentes ante las Naciones Unidas.  

9. Para preparar el presente informe, el Grupo envió 14 cartas oficiales al Gobierno 

de Sudán del Sur, a la Unión Africana y a otros Estados Miembros, en particular de 

la región, en las que solicitaba información y establecía plazos de respuesta 

ampliados, dados los trastornos causados por la pandemia. El Gobierno respondió a 

una de las cartas; sin embargo, el Grupo no recibió ninguna respuesta a las 10 cartas 

https://undocs.org/es/S/RES/2206(2015)
https://undocs.org/es/S/RES/2206(2015)
https://undocs.org/es/S/RES/2428(2018)
https://undocs.org/es/S/RES/2521(2020)
https://undocs.org/es/S/RES/2521(2020)
https://undocs.org/es/S/2020/647
https://undocs.org/es/S/RES/2521(2020)
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enviadas a los Estados regionales y a la Unión Africana. Además, el Grupo envió 29 

cartas oficiales a otras entidades y personas, de las que recibió 10 respuestas de fondo.  

 

 

 C. Metodología y formato 
 

 

10. El presente informe se ha elaborado sobre la base de una amplia investigación 

del Grupo de Expertos. El Grupo realizó cientos de entrevistas para reunir un conjunto 

de información creíble, obtenida de una amplia gama de fuentes. El Grupo examinó 

la documentación facilitada por particulares, entidades comerciales, fuentes 

confidenciales y el Gobierno. El Grupo también se basó en su trabajo anterior, 

incluidos sus anteriores informes al Consejo de Seguridad y al Comité, tanto públicos 

como confidenciales.  

11. El Grupo de Expertos siguió las pautas recomendadas por el Grupo de Trabajo 

Oficioso del Consejo de Seguridad sobre Cuestiones Generales relativas a las 

Sanciones en su informe de diciembre de 2006 (S/2006/997). El Grupo ha 

corroborado la información que figura en el presente informe con ayuda de múltiples 

fuentes independientes, a fin de ajustarse a los criterios probatorios apropiados.  

12. El Grupo de Expertos llevó a cabo su investigación con la mayor transparencia 

posible, a la vez que acordó carácter prioritario a la confidencialidad cada vez que 

fue necesario. Una fuente, un documento o un lugar se califican de confidenciales 

cuando su divulgación podría comprometer la seguridad de la fuente.  

13. El informe está estructurado en ocho secciones. Tras la presente introducción, 

en la sección II se documentan las divisiones políticas que se han creado como 

resultado, en parte, de la lenta aplicación del Acuerdo Revitalizado para la Solución 

del Conflicto en Sudán del Sur. Habida cuenta la continua violencia en el país, en la 

sección III se presentan pruebas de violaciones contra civiles e informes sobre las 

crecientes divisiones en la cohesión y las finanzas de los grupos armados. En la 

sección IV se ofrece información detallada sobre la falta de transparencia y 

supervisión de los recursos públicos y naturales, en particular en la gestión de los 

recursos e ingresos petroleros del país. En la sección V se analiza el cambio de la 

dinámica política de la región desde la firma del Acuerdo. La sección VI contiene la 

conclusión y la sección VII las recomendaciones del Grupo.  

 

 

 II. Erosión de las alianzas políticas debido a la lentitud 
de la aplicación del acuerdo de paz 
 

 

14. Desde la formación del Gobierno de Transición de Unidad Nacional 

Revitalizado en febrero de 2020, el Gobierno ha logrado algunos progresos en la 

aplicación del Acuerdo Revitalizado para la Solución del Conflicto en Sudán del Sur 1. 

Sin embargo, en medio del incumplimiento de los plazos y el  bloqueo político de la 

aplicación de las disposiciones claves del Acuerdo, la estabilidad de Sudán del Sur ha 

seguido estando en peligro.  

15. Desde la publicación del informe provisional del Grupo de Expertos 

(S/2020/1141) en noviembre de 2020, se han ampliado las persistentes divisiones 

entre los signatarios del Acuerdo, al mismo tiempo que los signatarios se han 

enfrentado a mayores fisuras políticas internas. Las entrevistas del Grupo con 

dirigentes políticos y militares revelaron que las divisiones en las bases políticas de 

__________________ 

 1 Entrevistas con funcionarios del Gobierno, el M/ELPS-O, las FDPSS, el Mecanismo de 

Supervisión y Verificación del Alto el Fuego y los Arreglos Transitorios de Seguridad, la 

UNMISS y fuentes confidenciales, agosto a febrero de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2006/997
https://undocs.org/es/S/2020/1141
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los dos principales signatarios —el MLPS, dirigido por el Presidente, Salva Kiir 

Mayardit, y el M/ELPS-O, dirigido por el Vicepresidente primero, Riek Machar 

Teny— han amenazado la cohesión de los signatarios y sus compromisos con el 

Acuerdo (véanse S/2020/342 y S/2020/1141).  

16. Dada la incapacidad del M/ELPS-O para lograr una posición en pie de igualdad 

en el Gobierno un año después de su formación, varios funcionarios del Gobierno y 

representantes de la sociedad civil con los que habló el Grupo se preguntaron si el 

Acuerdo seguía siendo una opción viable para lograr una paz duradera. En su lu gar, 

los líderes políticos de la capital, Yuba, se han dedicado cada vez más a hacer tratos 

políticos transaccionales negociados fuera del marco del Acuerdo 2. En particular, los 

líderes de alto nivel del MLPS y de las FDPSS han expresado su preocupación p or la 

posibilidad de que el Sr. Kiir se aproveche de la fragmentación para asegurar su 

supervivencia política y se apoye en políticas transaccionales para permanecer en el 

poder. 

 

 

 A. Descontento generalizado por los esfuerzos de paz 
 

 

17. El 1 de marzo de 2021, el Foro de la Sociedad Civil de Sudán del Sur, grupo 

nacional que representa a cientos de organizaciones de la sociedad civil, abordó el 

estado de la implementación de la paz y la situación en Sudán del Sur. El Foro estimó 

que la aplicación del Acuerdo había sido “muy limitada y había estado principalmente 

basada en las élites y centrada en Yuba” y señaló que “las reformas ya no ocupaban 

ningún lugar destacado en las conversaciones entre los dirigentes de nuestro país” 

(véase el anexo I). 

18. Del mismo modo, múltiples fuentes del Gobierno y de los grupos armados 

dijeron al Grupo que, dos años y medio después de la firma del Acuerdo, había 

disminuido su impulso. Por consiguiente, muchos de los mismos dirigentes políticos 

y militares dijeron al Grupo que habían perdido sus esperanzas en el Acuerdo. En 

entrevistas con el Grupo, funcionarios del MLPS, del M/ELPS-O y de la Alianza de 

la Oposición de Sudán del Sur citaron diversas razones para su descontento con el 

Acuerdo, pero en su mayoría coincidieron en que la lentitud de la aplicación y las 

cambiantes posturas políticas de algunos de los signatarios hacían improbable que el 

Acuerdo se aplicara. 

19. El actual estancamiento político también ha sido objeto de críticas en el marco 

de la Iniciativa de Diálogo Nacional, un esfuerzo de paz independiente iniciado por 

el Presidente. Después de tres años de consultas dirigidas por las comunidades en 

todo Sudán del Sur a nivel local, el proceso de reconciliación de la Iniciativa concluyó 

en una conferencia celebrada del 3 al 17 de noviembre de 20203. Cuando el Sr. Kiir 

puso en marcha la Iniciativa en diciembre de 2016, hizo hincapié en el carácter amplio 

y ascendente de los esfuerzos de paz, según funcionarios del Gobierno entrevistados 

por el Grupo de Expertos. Sin embargo, fuentes implicadas en la Iniciativa dijeron al 

Grupo que los delegados habían sido seleccionados en función de su apoyo al Sr. Kiir, 

lo que provocaba críticas entre los partidos de la oposición de que la Iniciativa 

adolecía de un sesgo favorable al Presidente. A pesar de esas acusaciones, el Sr. Kiir 

ha sido objeto de importantes críticas en el marco de la Iniciativa. El copresidente de 

la Iniciativa, Angelo Beda, en su discurso de apertura de la conferencia del 3 de 

__________________ 

 2 Entrevistas con funcionarios del Gobierno, el M/ELPS-O y fuentes confidenciales, febrero 

de 2020 a marzo de 2021. 

 3  Entrevistas con miembros de la Junta de la Iniciativa de Diálogo Nacional y agentes de la 

sociedad civil, noviembre a diciembre de 2020. 

https://undocs.org/es/S/2020/342
https://undocs.org/es/S/2020/1141
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noviembre de 2020, lamentó que los dirigentes del MLPS hubieran “fracasado 

manifiestamente en la construcción de un nuevo sistema político en Sudán del Sur ”4. 

20. Como informó el Grupo de Expertos en su informe provisional de 2020, no se 

han resuelto las divisiones políticas entre los no signatarios del Acuerdo. Los no 

signatarios, anteriormente unidos bajo la égida de la Alianza de Movimientos de 

Oposición de Sudán del Sur, han seguido divididos en dos facciones, una dirigida por 

el General Thomas Cirillo Swaka, líder del FSN, y otra dirigida por el General Pagan 

Amum y por el sancionado General Paul Malong Awan Anei (SSi.008) 5. 

21. Habida cuenta de las divisiones internas, la Comunidad Católica laica de 

Sant’Egidio organizó conversaciones de paz por separado. En diciembre de 2020, e l 

Gobierno y la facción liderada por el General Cirillo se reunieron en Roma, pero el 

encuentro no fue concluyente. A principios de marzo de 2021, se celebró en Naivasha 

(Kenya) otra ronda de conversaciones entre el Gobierno y la facción liderada por el 

General Amum y el General Malong. Aunque las partes firmaron una declaración de 

principios destinada a fomentar un mayor diálogo (véase el anexo II), los 

representantes de ambas facciones expresaron sus dudas sobre la posibilidad de 

alcanzar un acuerdo general debido a la marginación del M/ELPS-O, parte en el 

Acuerdo, dentro del Gobierno. 

 

 

 B. Competencia cada vez mayor en el seno del Movimiento 

de Liberación del Pueblo del Sudán y entre las élites dinka 
 

 

22. La competencia en el seno del MLPS y entre las élites de la etnia dinka del Sr. Kiir 

ha aumentado desde la formación del Gobierno. Múltiples fuentes confidenciales del 

MLPS y de las FDPSS dijeron al Grupo de Expertos que se habían formado divisiones 

entre los partidarios del Presidente por la redistribución de los puestos del Gobierno.  

23. En junio de 2020, el Sr. Kiir, presionado por altos dirigentes del MLPS y 

ancianos dinka, destituyó a Mayiik Ayii Deng y nombró a Nhial Deng Nhial Ministro 

de Asuntos Presidenciales. Como había descrito el Grupo de Expertos en su informe 

provisional de 2020, el Sr. Nhial fue nombrado para contrarrestar al Teniente General 

Akol Koor Kuc, Director General de la Oficina de Seguridad Interna del Servicio 

Nacional de Seguridad, y a su estrecho aliado, Tut Kew Gatluak Manime, Asesor  para 

Asuntos de Seguridad del Presidente. El Teniente General Kuc y el Sr. Gatluak han 

adquirido poderes de seguridad y recursos financieros que no están sometidos a 

ningún control, de lo cual ha informado el Grupo en repetidas ocasiones (véanse 

S/2019/301, S/2019/897 y S/2020/342). 

24. Fuentes de las FDPSS y del MLPS dijeron al Grupo de Expertos que los intentos 

del Sr. Kiir de gestionar las tensiones internas entre sus partidarios habían fracasado 

y habían dado lugar a incidentes relacionados con la seguridad fuera de la capital. Por 

ejemplo, altos representantes de la zona tribal de Dinka Bor dijeron al Gru po que sus 

comunidades se habían sentido abandonadas por el Sr. Kiir y expresaron su 

preocupación por la trayectoria general del país. Altos representantes dinka de Lagos, 

Bahr al-Ghazal Septentrional, Alto Nilo y Warrap también comunicaron al Grupo su 

descontento con la gestión de la transición política por parte del Sr. Kiir. Además, 

varios interlocutores del Grupo señalaron las crecientes tensiones entre el Sr. Kiir y 

Taban Deng Gai, un vicepresidente que había ocupado el cargo de Vicepresidente 

__________________ 

 4 Radio Tamazuj, “National Dialogue Co-Chair says MLPS failed South Sudan”, 4 de noviembre 

de 2020. 

 5 Entrevistas con los generales Cirillo, Amum, Malong y Oyay Deng Ajak, enero  a marzo 

de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2019/301
https://undocs.org/es/S/2019/897
https://undocs.org/es/S/2020/342
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primero durante el período anterior a la transición y al que se ha considerado un 

estrecho aliado del Sr. Kiir6. 

25. El 31 de enero de 2021, el Consejo de Ancianos Jieng, influyente órgano de la 

dirigencia tradicional dinka, publicó una declaración titulada “Rompiendo el 

silencio”, en la que respaldaba las críticas al liderazgo del Sr. Kiir en el marco de la 

Iniciativa de Diálogo Nacional (véase el anexo III). El Consejo ha sido un firme 

partidario del Sr. Kiir y se lo ha acusado de complicidad con la política de domi nio 

étnico dinka (véase S/2018/292). El 19 de febrero de 2021, el Consejo emitió una 

segunda declaración titulada “Romper el silencio: el camino a seguir”, en la que 

afirmaba que “la corrupción en Sudán del Sur era el motor de la competencia política” 

y advertía de que el país estaba volviendo a la guerra porque el Acuerdo se había 

centrado en el reparto de poder y había ignorado la consolidación de la paz a nivel 

local (véase el anexo IV). 

 

 

 C. Inicio de la descomposición del Movimiento/Ejército de Liberación 

del Pueblo del Sudán en la Oposición 
 

 

26. La incapacidad del M/ELPS-O para ser una voz influyente e independiente en 

el Gobierno y en el proceso de implementación de la paz ha provocado la desunión 

entre sus dirigentes (véanse S/2020/342 y S/2020/1141). A juzgar por entrevistas 

sostenidas con altos dirigentes del MLPS-IO, el Sr. Machar ha quedado excluido de 

la mayoría de los procesos de adopción de decisiones en el Gobierno, ya que el MLPS, 

dirigido por el Sr. Kiir, ha monopolizado las políticas gubernamentales. Las mismas 

fuentes informaron de que algunos ministros del MLPS-IO habían llegado a ser 

percibidos como “agentes extranjeros que trabajaban en contra de los intereses del 

Presidente”.  

27. Sin un papel activo en el Gobierno, los líderes políticos y militares descontentos 

del M/ELPS-O han desafiado el liderazgo del Sr. Machar, y algunos oficiales 

superiores del ELPS en la Oposición han desertado junto con sus unidades a las 

FDPSS. Los altos mandos, incluido el Jefe de Estado Mayor del ELPS en la Oposición 

y el Teniente General sancionado Simon Gatwech Dual (SSi.002), y los miembros del 

MLPS-IO están cada vez más descontentos con la dirección política del movimiento 

(véanse S/2019/897, S/2020/342 y S/2020/1141)7.  

28. Tras la solicitud formulada por el Primer Teniente General Dual al Sr. Machar 

en septiembre de 2020 para que pusieran en práctica de inmediato los arreglos de 

seguridad y el redespliegue de las fuerzas del ELPS en la Oposición, de lo cual 

informó el Grupo de Expertos en su informe provisional de 2020, fuentes 

confidenciales del alto mando del ELPS en la Oposición dijeron al Grupo que el Sr. 

Machar tenía la intención de nombrar al Primer Teniente General Dual como asesor 

del Presidente. Sin embargo, el Teniente General Dual y comandantes del ELPS en la 

Oposición a los que también se les habían ofrecido puestos en el mando unificado del 

ejército dijeron al Sr. Machar que se negaban a aceptar los puestos si no se aplicaba 

plenamente el acuerdo de paz, en particular lo dispuesto en el capítulo 2. 

29. Además, después de que el Sr. Machar se retractara de su decisión de seleccionar 

al General Johnson Olony como candidato del M/ELPS-O a Gobernador de Alto Nilo, 

múltiples fuentes del M/ELPS-O entrevistadas por el Grupo de Expertos criticaron al 

Sr. Machar por haber abandonado los esfuerzos del movimiento para abogar por las 

__________________ 

 6 Entrevistas con fuentes confidenciales, marzo de 2021. 

 7 Entrevistas con comandantes del ELPS en la Oposición, septiembre de 2020 a marzo de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2018/292
https://undocs.org/es/S/2020/342
https://undocs.org/es/S/2020/1141
https://undocs.org/es/S/2019/897
https://undocs.org/es/S/2020/342
https://undocs.org/es/S/2020/1141
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reformas de la gobernanza y por haber cedido a la negativa del Sr. Kiir a nombrar al 

General Olony.  

30. Como resultado del descontento en el seno del ELPS en la Oposición, se han 

formado múltiples grupos escindidos, algunos de los cuales no habían anunciado 

formalmente sus planes a principios de marzo de 2021 8. 

31. El 31 de enero de 2021, algunos miembros lou nuer del M/ELPS-O anunciaron 

su separación del movimiento y formaron un nuevo grupo. Entre las razones para ello, 

el nuevo grupo alegó la falta de liderazgo y la marginación y denunció que el 

Sr. Machar había dejado de lado a los lou nuer, incluido el Teniente General Dual 

(véase el anexo V). Además, el 8 de diciembre de 2020 y el 13 de febrero de 2021, 

respectivamente, la fuerza de tareas de la División Tafeng del ELPS en la Oposición 

en Ecuatoria Oriental, bajo el mando del General de Brigada Kennedy Ongie Odong, 

y 132 soldados de la División 2B del ELPS en la Oposición en Ecuatoria Central, bajo 

el mando del Coronel Emmanuel Wani Masco, desertaron al FSN (véanse los 

anexos VI y VII).  

 

 

 D. Pasos desiguales para implementar el acuerdo de paz 
 

 

32. Desde enero de 2021, el Gobierno ha dado prioridad a la aplicación de los 

artículos del Acuerdo respecto de los que no se había avanzado durante casi un año. 

La Comisión Mixta de Vigilancia y Evaluación Reconstituida, en su actualización de 

un año sobre el Acuerdo, informó de que el “estancamiento entre las partes” había 

frenado la aplicación9. Fuentes gubernamentales envueltas en el proceso de aplicación 

dijeron al Grupo que solo bajo la presión constante de asociados internacionales y la 

sociedad civil el Gobierno había aplicado los artículos del Acuerdo cuya aplicación 

se había retrasado. 

33. Según la evaluación del General de División Charles Tai Gituai, Presidente 

interino de la Comisión, el Gobierno ha llevado a cabo tareas relacionadas 

principalmente con cuestiones de seguridad y gobernanza, como el nombramiento de 

líderes subnacionales y la revisión de la legislación 10. Entretanto, la mayoría de los 

artículos del capítulo 4, sobre gestión económica, y del capítulo 5, sobre justicia de 

transición y rendición de cuentas, que el Gobierno ha aplicado se centran en aspectos 

administrativos y de procedimiento del Acuerdo, en lugar de reformas para hacer 

frente a las amenazas a la paz, la seguridad y la estabilidad de Sudán del Sur 11. 

 

 

 E. Financiación limitada para la implementación de la paz 
 

 

34. El Gobierno no ha dado a conocer detalles sobre la forma en que se han asignado 

los recursos públicos para la implementación de la paz. Según el artículo 1.4.8 del 

Acuerdo, el Comité Nacional Previo a la Transición era responsable de establecer un 

fondo para gestionar los gastos del período previo a la transición, como los gastos de 

administración de la Junta Mixta de Defensa y el alojamiento de los delegados del 

__________________ 

 8 Ibid. 

 9 Comisión Mixta de Vigilancia y Evaluación Reconstituida, “Progress report by H.E. Maj. Gen. 

Charles Tai Gituai (Rtd.) CBS, interim Chairperson of RJMEC, on the first year of the 

transitional period of the revitalised agreement on the resolution of the conflict in the Republic 

of South Sudan, covering the period 22nd February to 23rd February 2021”, 2 de marzo de 

2021. 

 10 Ibid., y entrevistas con altos funcionarios del Gobierno y fuentes confidenciales por teléfono, 

enero a marzo de 2021. 

 11 Entrevistas con la Comisión Mixta de Seguimiento y Evaluación Reconstituida, diplomáticos 

extranjeros y fuentes confidenciales, enero a marzo de 2021. 
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Comité. Como había informado anteriormente el Grupo de Expertos, el Comité no ha 

gestionado de forma transparente los fondos asignados para la implementación de 

la paz (véase S/2020/342). 

35. Tras la finalización del período previo a la transición en febrero de 2020, el 

Presidente decretó que el nuevo Comité Nacional de Transición, establecido para 

coordinar la aplicación de los arreglos de seguridad y presidido por el Sr. Gatluak, 

era responsable de dar cumplimiento a las tareas del Comité Nacional Previo a la 

Transición. Aunque el Acuerdo no especifica qué órgano es responsable de gestionar 

los gastos de los arreglos de seguridad, la Comisión Mixta de Vigilancia y Evaluación 

Reconstituida informó de que, según el decreto presidencial, el nuevo Comité tenía 

la encomienda de preparar y ejecutar un presupuesto para los arreglos de seguridad12. 

36. Sin embargo, ni el Comité ni el Ministerio de Finanzas y Planificación han 

aclarado cómo ha asignado el Gobierno los fondos para la implementación de la paz. 

Como había informado el Comité en su informe provisional de 2020, el Gobierno 

tenía previsto asignar 68,7 millones de dólares a la implementación de la paz en el 

ejercicio fiscal 2020/21, que finaliza en junio de 2021.  

37. Sobre la base de la información proporcionada por el Comité al Grupo de 

Expertos, el Comité ha recibido dos transferencias presupuestarias del Banco de 

Sudán del Sur, por un total de unos 9 millones de dólares, para su uso en los arreglos 

de seguridad para la implementación de la paz desde el establecimiento del Comité el 

17 de junio de 2020. En una carta enviada al Grupo de Expertos, el Comité explicó 

que los fondos no estaban destinados a gastos específicos, sino que se habían asignado 

para la financiación general de diversos arreglos de seguridad, como alimentos y otros 

suministros en zonas de acantonamiento y centros de formación, gastos de 

administración y el alojamiento de 485 delegados que participan en la aplicación de 

los arreglos de seguridad13. 

38. En noviembre de 2020, nueve hoteles de Yuba que habían alojado a cientos de 

delegados que participaban en la aplicación de los arreglos de seguridad escribieron 

al Presidente del Comité para solicitar el pago de los gastos de alojamiento 

pendientes. En diciembre de 2020, el Sr. Gatluak autorizó el pago de unos 259.000 

dólares a varios hoteles. El grupo de hoteles escribió entonces una carta de 

seguimiento en febrero de 2021, cuando los atrasos habían alcanzado unos 10 millones 

de dólares, y amenazó con desalojar a los delegados si no se pagaban los gastos 14.  

39. El artículo 1.4.8 del Acuerdo exige la gestión transparente de los fondos 

utilizados para los arreglos de seguridad. Sin embargo, el Comité no ha especificado 

cómo ha asignado los fondos restantes, de unos 8,7 millones de dólares, que recibió 

en el período comprendido entre el 17 de junio de 2020 y el 22 de enero de 2021. 

 

 

 F. Decretos largamente demorados emitidos por el Presidente 
 

 

40. El 29 de enero de 2021, el Sr. Kiir y el Sr. Machar acordaron sustituir al General 

Olony, candidato originalmente designado por el M/ELPS-O para Gobernador de Alto 

Nilo, por Budhok Ayang Kur, del M/ELPS-O15. Con ese nombramiento, largamente 

pospuesto, se ultimó la designación de los Gobernadores de los diez estados, pero 

__________________ 

 12 Comisión Mixta de Vigilancia y Evaluación Reconstituida, “Progress report by H.E. Amb. Lt. 

Gen. Augostino S.K. Njoroge (Rtd.), interim Chairperson of RJMEC, on the status of the 

implementation of the Revitalised Agreement on the Resolution of the Conflict in the Republic 

of South Sudan for the period 1st January to 31st March 2020”. 

 13 Documento que obra en poder del Grupo de Expertos. 

 14 Carta que obra en poder del Grupo de Expertos. 

 15 Entrevistas con funcionarios del Gobierno y del M/ELPS-O, enero de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2020/342
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también provocó tensiones en las filas del M/ELPS-O y entre las distintas 

comunidades y grupos armados de Alto Nilo16. 

41. El 2 de febrero de 2021, bajo la dirección del Sr. Nhial, el Sr. Kiir se reunió con 

el Sr. Machar y los cuatro vicepresidentes para elaborar un plan que acelerara la 

conclusión de la formación de los gobiernos nacional y locales. El Sr. Nhial anunció 

que se emitirían decretos presidenciales para aprobar la unificación de la dirección de 

los mandos del ejército y para graduar la primera hornada de las fuerzas un ificadas 

(véase el anexo VIII). El 3 de febrero de 2021, el Sr. Nhial anunció que se emitirían 

decretos presidenciales para finalizar la reconstitución de la Asamblea Legislativa 

Nacional de Transición y el Consejo de los Estados “el 15 de febrero o antes” (véase 

el anexo IX).  

42. El Grupo de Expertos observa que, a principios de marzo de 2021, no se había 

terminado de emitir los decretos presidenciales según lo previsto. Para el 3 de marzo 

de 2021, el Sr. Kiir había nombrado consejeros estatales, ministros estatales, 

comisarios de condado y otros funcionarios en los diez estados. Sin embargo, no se 

había concluido la unificación del mando del ejército, la graduación de las fuerzas 

unificadas y la reconstitución de la Asamblea Legislativa Nacional de Transición17. 

 

 

 G. Medidas administrativas adoptadas por el Gobierno para aplicar 

las disposiciones del capítulo 4 
 

 

43. A fin de apoyar la aplicación de las reformas económicas previstas en el 

Acuerdo, el Comité de Fiscalización de la Gestión de las Finanzas Públicas, apoyado 

por los donantes, ha elaborado procedimientos para reformar la recaudación y la 

gestión de los ingresos del Gobierno (véase S/2020/1141). Por otra parte, el Comité 

de Trabajo de Asuntos Económicos, que es el mecanismo de la Comisión Mixta de 

Vigilancia y Evaluación Reconstituida para la vigilancia y la evaluación de la 

aplicación del Acuerdo, comenzó a reunirse en diciembre de 2020 18. Tras la reunión 

inicial, la Comisión informó de la “ausencia de cualquier movimiento significativo” 

en la aplicación por parte del Gobierno de las disposiciones del capítulo 4 19.  

44. Desde entonces, el Gobierno ha adoptado algunas medidas preliminares para 

aplicar las reformas previstas en el capítulo 4 del Acuerdo. Por ejemplo, el Gobierno 

trasladó el comité que supervisa las negociaciones de los préstamos de la Oficina del 

Presidente al Ministerio de Finanzas y Planificación a fin de remediar la falta de 

gobernanza financiera en los procedimientos de préstamo del Gobierno (art. 4.13.4 

del Acuerdo). Además, el Sr. Kiir firmó una orden ejecutiva para formar un comité 

que supervisara una auditoría de los recursos petroleros (art. 4.8.1.14.5; véase el 

anexo X).  

45. Sin embargo, no se han encarado la mayoría de las reformas económicas 

previstas en el capítulo 4 o los esfuerzos se han centrado en gran medida en tareas 

administrativas. La sociedad civil, los donantes internacionales y algunos partidos de 

la oposición implicados en los esfuerzos de reforma dijeron al Grupo que el 

compromiso del Gobierno había sido lento e incoherente. Además, como el Gobierno 

no ha reconstituido la Asamblea Legislativa Nacional de Transición, los legisladores 
__________________ 

 16 Entrevistas con el M/ELPS-O y fuentes confidenciales en Alto Nilo, enero a marzo de 2021. 

 17 Entrevistas con funcionarios del Gobierno, marzo de 2021. 

 18 Entrevistas con agentes de la sociedad civil y expertos internacionales, noviembre de 2020 a 

febrero de 2021. 

 19 Comisión Mixta de Vigilancia y Evaluación Reconstituida, “Report by H.E. Maj.Gen. (Rtd.) 

Charles Tai Gituai, interim Chairperson of RJMEC, on the status of implementation of the 

Revitalised Agreement on the Resolution of the Conflict in the Republic of South Sudan for the 

period 1st October to 31st December 2020”. 

https://undocs.org/es/S/2020/1141


 
S/2021/365  

 

21-03796 15/85 

 

no han podido supervisar la gestión de los recursos del país ni aprobar un presupuesto 

(véase el anexo XI)20.  

 

 

 H. Resistencia continuada al Tribunal Híbrido de Sudán del Sur 

a pesar de los decretos 
 

 

46. En varias resoluciones, el Consejo de Seguridad se ha referido explícitamente a 

la justicia de transición como factor clave para lograr una paz sostenible (véase el 

anexo XII). En el preámbulo de la resolución 2521 (2020), el Consejo también hizo 

hincapié en que los responsables de las violaciones del derecho internacional 

humanitario y de los derechos humanos en Sudán del Sur debían rendir cuentas de sus 

actos e instó al Gobierno a que firmara el memorando de entendimiento con la Unión 

Africana para la creación del Tribunal Híbrido de Sudán del Sur 21.  

47. Como ya había informado anteriormente el Grupo de Expertos (véanse 

S/2017/326 y S/2020/1141), el Gobierno había bloqueado la formación del Tribunal 

Híbrido durante más de cuatro años. Sin embargo, el 29 de enero de 2021, el Consejo 

de Ministros aprobó el procedimiento para el establecimiento de los mecanismos  de 

rendición de cuentas y justicia de transición descritos en el capítulo 5 del Acuerdo, 

incluido el Tribunal Híbrido22. Múltiples expertos sursudaneses e internacionales en 

justicia de transición y rendición de cuentas dijeron al Grupo que, si bien el an uncio 

había sido un paso positivo hacia una mayor rendición de cuentas, el Gobierno estaba 

todavía muy lejos de establecer el Tribunal Híbrido o los demás mecanismos de 

rendición de cuentas previstos en el capítulo 5.  

48. Las mismas fuentes advirtieron que los anuncios anteriores del Gobierno sobre 

el Tribunal Híbrido no se habían llevado a la práctica. En 2017, el Gobierno habría 

firmado un proyecto de memorando de entendimiento con la Unión Africana sobre el 

establecimiento del Tribunal Híbrido. Sin embargo, como había informado el Grupo 

de Expertos en su informe provisional de 2020, no se ha facilitado información sobre 

el contenido de ese documento ni sobre las medidas adoptadas para establecer el 

Tribunal Híbrido. 

49. En relación con el reciente anuncio del Consejo de Ministros, fuentes 

entrevistadas por el Grupo de Expertos han advertido de la falta de voluntad política 

de parte de altos funcionarios para establecer el Tribunal Híbrido, ya que esos 

funcionarios han estado preocupados por la posibilidad de que se los declare culpables 

de graves violaciones de los derechos humanos. Además, el establecimiento del 

Tribunal Híbrido se ha enfrentado a la oposición de los más altos funcionarios 

judiciales del país. Según expertos sursudaneses, los magistrados han argu mentado 

que los artículos 5.3.3.2 y 5.3.3.3 del Acuerdo vulneran la soberanía de Sudán del Sur 

para llevar a cabo investigaciones sobre violaciones de los derechos humanos 

anteriormente cometidas, ya que los artículos estipulan que la mayoría de los jueces , 

fiscales y abogados defensores deben ser de “Estados africanos distintos de la 

República de Sudán del Sur”. 

50. Las fuentes del Grupo subrayaron que el Gobierno ya había entablado 

conversaciones iniciales sobre la realización de las consultas públicas previs tas en el 

__________________ 

 20 Entrevistas con exdiputados del Parlamento y agentes de la sociedad civil, enero a febrero 

de 2021. 

 21 El artículo 5.3 del Acuerdo Revitalizado para la Solución del Conflicto en Sudán del Sur  prevé 

la creación de un tribunal judicial combinado internacional y sursudanés para invest igar las 

violaciones más graves de los derechos humanos, como genocidio, crímenes de lesa humanidad 

y crímenes de guerra. 

 22 Jale Richard, “Cabinet approves establishment of hybrid court”, Eye Radio, 30 de enero de 20 21. 

https://undocs.org/es/S/RES/2521(2020)
https://undocs.org/es/S/2017/326
https://undocs.org/es/S/2020/1141
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artículo 5.2.1.3 del Acuerdo para establecer la Comisión de la Verdad, la 

Reconciliación y la Regeneración. Según las fuentes del Grupo, en el seno del 

Gobierno habría cobrado mayor impulso el establecimiento del mecanismo, ya que 

este se había concebido para ser gestionado en su totalidad por Sudán del Sur y no 

era de carácter punitivo23. 

 

 

 I. Violación del Acuerdo sobre la Cesación de las Hostilidades por 

parte de las Fuerzas de Defensa del Pueblo de Sudán del Sur  
 

 

51. El Grupo de Expertos tiene pruebas proporcionadas por imágenes de satélite de 

que al menos un helicóptero Mi-24 estacionado en el cuartel general de las FDPSS, 

conocido como “Bilpham”, fue trasladado en el período comprendido entre el 15 de 

febrero y el 17 de septiembre de 2020 (véase el anexo XIII). El traslado de dicho 

helicóptero sin notificación previa, independientemente del motivo, constituye una 

violación del artículo 2.1.10.4 del Acuerdo y de los artículos 1.2, 11.5 y 11.6 del 

Acuerdo sobre la Cesación de las Hostilidades de 21 de diciembre de 2017. Como se 

estipula en esos acuerdos, todos los grupos armados deben notificar al Mecanismo de 

Vigilancia y Verificación del Alto el Fuego y los Arreglos Transitorios de Seguridad 

antes de cualquier movimiento de equipo. Funcionarios del Mecanismo confirmaron 

al Grupo que no habían recibido ninguna notificación del Gobierno en relación con 

el traslado del helicóptero Mi-24.  

52. Como se ha documentado en los informes anteriores del Grupo, el movimiento 

de los helicópteros de las FDPSS ha estado vinculado, en ocasiones, a ofensivas 

militares. Los helicópteros del Gobierno se han desplegado para su uso en ofensivas 

contra fuerzas no signatarias, como el FSN en Ecuatoria Central en diciembre de 

2019, así como para la entrega de armas y municiones a las milicias, como la entrega 

de armas y municiones a las milicias murle en Gumuruk, Zona Administrativa de 

Pibor, en mayo de 2020 (véanse S/2020/342 y S/2020/1141).  

 

 

 III. Deterioro de la situación de la seguridad y de la seguridad 
de los civiles 
 

 

53. La creación del Gobierno hace más de un año no ha supuesto una mejora en la 

protección de los derechos de los civiles, que se han enfrentado a continuas amenazas 

por parte de fuerzas de seguridad gubernamentales y grupos armados. La violencia ha 

provocado desplazamientos forzados en varios estados y una de las crisis alimentarias 

más graves a las que se ha enfrentado el país desde su independencia en 201124. En 

una entrevista con el Grupo de Expertos el 2 de febrero de 2021, el ministro de 

Asuntos Humanitarios y Gestión de Desastres, Peter Mayen Majongdit, dijo al Grupo 

que “el país se enfrentaba a la más horrible y catastrófica situación humanita ria”.  

54. La Oficina de Seguridad Interna, bajo las órdenes directas del Teniente General 

Kuc, ha seguido restringiendo el espacio cívico y obstruyendo la aplicación del 

Acuerdo. El Grupo de Expertos corroboró, a través de fuentes confidenciales, 

informes según los cuales, durante el período que abarca el informe, los agentes de la 

Oficina de Seguridad Interna amenazaron, acosaron y detuvieron arbitrariamente a 

periodistas, defensores de los derechos humanos y dirigentes de la sociedad civil. El 

Grupo había informado anteriormente sobre los centros de detención extrajudicial de 

la Oficina, en los que se ha detenido, torturado y asesinado de forma rutinaria a civiles 

__________________ 

 23 Entrevistas con expertos sudaneses e internacionales en justicia transicional y rendición 

de cuentas, enero a febrero de 2021. 

 24 Entrevistas con fuentes confidenciales, julio de 2020 a febrero de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2020/342
https://undocs.org/es/S/2020/1141
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y a personas que se consideran contrarias a los intereses del Teniente General Kuc 

(véanse S/2019/301 y S/2020/342). 

55. Fuentes confidenciales dijeron al Grupo que funcionarios de la Oficina de 

Seguridad Interna que actuaban bajo las órdenes directas del Teniente General Kuc 

habían seguido exigiendo a las organizaciones de la sociedad civil que obtuvieran 

autorizaciones para la mayoría de las actividades y programas comunitarios. Las 

mismas fuentes confirmaron que, incluso cuando se concedían autorizaciones, los 

funcionarios supervisaban las actividades de las organizaciones de la sociedad civil.  

 

 

 A. Obstrucción continuada de la prestación de asistencia humanitaria 
 

 

56. Cifras de la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios publicadas en 

enero de 2021 muestran que en Sudán del Sur hay más personas que nunca necesitadas 

de asistencia humanitaria25. Según la Oficina, se estima que 8,5 millones de personas, 

más de dos tercios de la población, necesitan asistencia humanitaria en 2021, frente a 

7,5 millones en 2020 y 7,1 millones en 201926.  

57. Según las conclusiones de la Clasificación Integrada de la Seguridad 

Alimentaria en Fases (CIF), algo menos de la mitad de la población de Sudán del Sur 

se enfrentaba a altos niveles de inseguridad alimentaria aguda y más de 92.000 

personas que vivían en la Zona Administrativa de Pibor y en los condados de Aweil 

Meridional en Bahr al-Ghazal Septentrional y Tonj Este, Tonj Norte y Tonj Sur en 

Warrap se enfrentaban a condiciones similares a una hambruna a principios de marzo 

de 202127.  

58. A pesar de los altos niveles de necesidad, las organizaciones humanitarias se 

han enfrentado a barreras burocráticas y de seguridad para la prestación de asistencia 

humanitaria que han supuesto graves riesgos personales para los trabajadores 

humanitarios. En enero de 2021, la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios 

señaló que el número de incidentes de obstrucción humanitaria notificados en 2020 

había aumentado en comparación con 2019, lo que, según la Oficina, se debía 

principalmente a las hostilidades activas y a la violencia contra los trabajadores y los 

bienes humanitarios28. En el período comprendido entre el 4 y el 6 de enero de 2021, 

debido a los combates en Bunj, condado de Maban, Alto Nilo, varias organizaciones 

humanitarias interrumpieron sus operaciones. Desde entonces, las organizaciones 

humanitarias nacionales e internacionales han reducido sus niveles de actividad en 

aras de proteger al personal29. 

59. Además, la investigación del Grupo de Expertos sobre las diversas formas de 

denegación del acceso humanitario ha demostrado que el Gobierno ha establecido un 

sistema burocrático deliberadamente complejo para la entrega de la ayuda y no ha 

garantizado la prestación de la asistencia humanitaria en condiciones de seguridad. 

En particular, múltiples fuentes plantearon serias preocupaciones sobre la política 

deliberada del Gobierno de negar o retrasar la emisión de visados para cientos de 

trabajadores humanitarios de contratación internacional que había sido evacuado de 

__________________ 

 25 Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios, “South Sudan: humanitarian snapshot”, 

enero de 2021. 

 26 Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios, “Humanitarian needs overview 2020: South 

Sudan”, noviembre de 2019; y Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios, 

“Humanitarian needs overview 2019: South Sudan”, noviembre de 2018. 

 27  Clasificación Integrada de la Seguridad Alimentaria en Fases, “South Sudan: consolidated 

findings from the IPC technical working group and external reviews”. 

 28  Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios, “South Sudan: 2020 humanitarian access 

overview”, febrero de 2021. 

 29  Entrevistas con fuentes confidenciales, julio de 2020 a febrero de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2019/301
https://undocs.org/es/S/2020/342


S/2021/365  
 

 

18/85 21-03796 

 

Sudán del Sur debido a la COVID-19. La intención del Gobierno, según las fuentes, 

era limitar el número del personal internacional que regresaba a Sudán del Sur (véanse 

los documentos S/2017/326, S/2017/979 y S/2018/292), lo que llevó a algunas 

organizaciones humanitarias a operar con menos de la mitad de su dotación de 

personal habitual. 

 

 

 B. Ocultamiento por el Gobierno del alcance de la inseguridad 

alimentaria 
 

 

60. Tras los combates ocurridos en Yonglei y en la Zona Administrativa de Pibor 

desde mediados de febrero hasta principios de agosto de 2020, la situación 

humanitaria de los civiles se deterioró a tal punto que, a principios de marzo de 2021, 

se habían creado condiciones similares a una hambruna. Como consecuencia de la 

violencia y el desplazamiento, los civiles de la Zona Administrativa de Pibor no 

pudieron hacer frente a las graves inundaciones de julio de 2020. El Grupo de 

Expertos señaló en su informe provisional de 2020 que los civiles de la zona habían 

estado al borde de la inanición, lo que el Comité de Examen de Situaciones de 

Hambruna de la CIF pudo corroborar posteriormente.  

61. Habida cuenta de la inseguridad alimentaria, a partir del 16 de octubre de 2020, 

un grupo de trabajo técnico integrado por expertos nacionales e in ternacionales, 

incluidos representantes del Gobierno, se reunió para evaluar y determinar el nivel de 

las necesidades. La mayoría de los miembros del grupo llegaron a la conclusión de 

que la población de la Zona Administrativa de Pibor y de los condados de  Akobo en 

Yonglei, Aweil Meridional en Bahr al-Ghazal Septentrional, y Tonj Este, Tonj Norte 

y Tonj Sur en Warrap se enfrentaban al nivel más alto de inseguridad alimentaria 

aguda, la fase 5 de la CIF (véase el anexo XIV).  

62. Sin embargo, representantes del Gobierno arguyeron que no se disponía de datos 

suficientes para llegar a esa conclusión30 Fuentes confidenciales informaron al Grupo 

de que el Gobierno, a través del Ministerio de Agricultura y Seguridad Alimentaria, 

había ejercido presión política sobre los organismos humanitarios en un intento de 

bloquear la publicación de las conclusiones del grupo de trabajo técnico. Según las 

fuentes del Grupo de Expertos, el Gobierno había ejercido presión sobre los 

organismos humanitarios para obstaculizar la plena respuesta humanitaria necesaria 

para hacer frente a la crisis alimentaria en varias partes del país, incluida la Zona 

Administrativa de Pibor. Como ha informado anteriormente el Grupo de Expertos, el 

Gobierno ha empleado tácticas para obstruir el acceso humanitario a fin de adaptarlo 

a sus propias agendas políticas, militares y económicas, incluida la obstrucción de la 

entrega de alimentos y su desviación hacia sus propias circunscripciones electorales 

(véanse S/2017/326, S/2017/979, S/2018/292 y S/2018/1049). 

63. Ante la falta de consenso sobre las conclusiones del grupo de trabajo técnico, la 

Dependencia de Apoyo Global de la CIF, integrada por expertos internacionales, 

realizó una revisión por separado el 17 de noviembre de 2020. La Dependencia 

determinó que existía “una situación muy preocupante, con algunos indicador es que 

superan los umbrales de la fase 5 de la CIF (hambruna)” en la Zona Administrativa 

de Pibor31. Sobre la base de los resultados de la Dependencia, el Comité de Examen 

de Situaciones de Hambruna concluyó, a mediados de noviembre de 2020, que los 

__________________ 

 30  Entrevistas con fuentes confidenciales y evaluaciones compartidas de forma confidencial con 

el Grupo de Expertos, noviembre de 2020 a febrero de 2021. 

 31 Clasificación Integrada de la Seguridad Alimentaria en Fases, “Multi-partner real time quality 

review and famine review of the South Sudan IPC acute food insecurity analysis: summary 

report”. 

https://undocs.org/es/S/2017/326
https://undocs.org/es/S/2017/979
https://undocs.org/es/S/2018/292
https://undocs.org/es/S/2017/326
https://undocs.org/es/S/2017/979
https://undocs.org/es/S/2018/292
https://undocs.org/es/S/2018/1049
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payams de Gumuruk, Lekuangole, Pibor y Verteth se encontraban, de hecho, en la 

fase 5 de la CIF32.  

64. El Comité de Examen de Situaciones de Hambruna constató que “ataques 

coordinados de una violencia sin precedentes” en Lekuangole y Gumuruk en junio y 

julio y graves inundaciones habían provocado la actual crisis alimentaria 33. 

65. El Gobierno se negó a respaldar las conclusiones del Comité de Examen de 

Situaciones de Hambruna y de la Dependencia de Apoyo Global y, en su lugar, publicó 

sus propias conclusiones el 18 de diciembre de 2020, según las cuales 11.000 personas 

se encontraban en la fase 5 de la CIF en la Zona Administrativa de Pibor, es decir, un 

tercio de las 33.000 personas que el Comité de Examen de Situaciones de Hambruna 

había determinado que se encontraban en esa situación34. En su informe, el Gobierno 

tampoco reconoció el impacto de la violencia y la inseguridad en la actual crisis 

alimentaria, y citó en su lugar “los efectos de la COVID-19, las persistentes malas 

condiciones macroeconómicas y el impacto de las inundaciones”35. 

66. A principios de marzo de 2021, según las fuentes del Grupo de Expertos, un 

elevado número de la población corría el riesgo de morir de hambre en la Zona 

Administrativa de Pibor y se habían registrado muertes relacionadas con el hambre 

en Verteth, Gumuruk y Lekuangole36. Documentos confidenciales examinados por el 

Grupo de Expertos indicaban que, durante los últimos tres meses, la mayoría de los 

habitantes de esas zonas consumían solamente una comida al día, mientras que las 

cuidadoras habían empezado a comer una comida cada dos o tres días37. Esas fuentes 

también comunicaron que, debido a la falta de disponibilidad y a la improductividad 

de las estrategias típicas para hacer frente a la inseguridad alimentaria, la gente 

dependía casi por completo del acceso a alimentos silvestres y de lanzamiento de 

alimentos desde el aire 38. 

 

 

 C. Aumento de la división y la violencia fuera de la capital  
 

 

67. La incapacidad del Gobierno de aprovechar el Acuerdo para garantizar la 

gobernanza y la seguridad locales ha dado lugar a diversos vacíos de seguridad que 

han dado lugar a actos de violencia incontrolada en al menos 7 de los 10 estados y en 

la Zona Administrativa de Pibor. En su informe provisional de 2020, el Grupo de 

Expertos describió los altos niveles de violencia en Yonglei, la Zona Administrativa 

de Pibor, Ecuatoria Central y Occidental y Warrap, y el papel desempeñado por 

agentes políticos y de seguridad en Yuba en el atizamiento de la violencia. Desde 

entonces, la violencia local se ha extendido a los condados de Tonj Norte en Warrap 

y Koch en Unidad. Además, la mayoría de los condados de Lagos —a saber, Awerial, 

__________________ 

 32 Clasificación Integrada de la Seguridad Alimentaria en Fases, Comité de Examen de Situaciones 

de Hambruna de la CIP: Conclusiones y recomendaciones para el condado de Pibor  (Sudán del 

Sur), Análisis de la CIP – noviembre de 2020 (2020). 

 33 Ibid. 

 34 Entrevistas con fuentes confidenciales, diciembre de 2020 a marzo de 2021; y Clasificación 

Integrada de la Seguridad Alimentaria en Fases, “IPC acute food insecurity and acute 

malnutrition analysis: October 2020-July 2021”, 18 de diciembre de 2020. 

 35 Clasificación Integrada de la Seguridad Alimentaria en Fases, “IPC acute food insecurity and 

acute malnutrition analysis”. 

 36 Entrevistas con fuentes confidenciales y ocho evaluaciones compartidas de forma confidencial  

con el Grupo de Expertos, noviembre de 2020 a febrero de 2021. 

 37 Ibid. 

 38 Ibid. 
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Yirol Este, Yirol Oeste, Rumbek Este, Rumbek Centro, Rumbek Norte y Cueibet— y 

Alto Nilo también se han enfrentado a la violencia39. 

68. El 27 de enero de 2021, el Sr. Kiir se refirió a la inseguridad incontrolada en 

algunas partes del país durante una conferencia de paz sobre Yonglei y la Zona 

Administrativa de Pibor. En su discurso, dijo que “la próxima vez que decidáis luchar, 

no vendré de nuevo a rescataros de nuevo ... Os dejaré que luchéis vosotros mismos 

hasta que una parte huya de la otra”40. 

69. El 28 de enero de 2021, el Sr. Kiir sustituyó al Gobernador de Warrap, Bona 

Panek Biar, al que había nombrado en junio de 2020, por Aleu Ayieny Aleu, y explicó 

que lo había hecho para fortalecer la ley y el orden 41. 

70. El 8 de marzo de 2021, el Sr. Aleu, vestido con traje militar, hizo desfilar a una 

fuerza mixta de soldados y milicias civiles, conocida como “Tuek Tuek”, en la ciudad 

de Kirik, en el condado de Tonj Norte. A juzgar por un vídeo del desfile y tras una 

verificación independiente, el Sr. Aleu habría declarado que el Sr. Kiir le había 

encomendado armar la fuerza. El Sr. Aleu dijo que los problemas en Warrap eran 

causados por “políticos que utilizaban a los civiles como apoderados”, tal como lo 

había descrito el Grupo de Expertos con respecto a Yonglei y la Zona Administrativa 

de Pibor en su informe provisional de 2020. El Gobernador llamó a la fuerza mixta 

“Mathiang Anyoor Dos”, en referencia a la milicia Mathiang Anyoor que cometió 

crímenes contra civiles durante el conflicto que comenzó en 2013 (véase 

S/2016/70)42. 

71. Múltiples fuentes de las FDPSS dijeron al Grupo de Expertos que las armas y 

los uniformes que se veían en el vídeo se habían adquirido originalmente para ser 

utilizados por las fuerzas unificadas necesarias. El Sr. Aleu también prometió  a los 

milicianos que se integrarían en las fuerzas armadas regulares 43. El Grupo señala que 

el reclutamiento y el armamento de una nueva fuerza armada al margen de los arreglos 

de seguridad viola el capítulo 2 del Acuerdo.  

72. Durante el período sobre el que se informa, el Grupo también corroboró los 

informes de que el Teniente General Kuc había seguido reclutando, entrenando y 

armando a las fuerzas controladas por la Oficina de Seguridad Interna en el condado 

de Tonj Norte, en Warrap, en violación del Acuerdo. Algunas de las fuerzas bajo el 

mando del Teniente General Kuc han participado en actos de violencia y han apoyado 

a milicias étnicamente vinculadas a Kuc. Se ha podido determinar que el condado de 

Tonj Norte, en Warrap, se enfrenta al mayor nivel de inseguridad alimentaria (fase 5 

de la CIF)44. 

73. Anteriormente, en Tonj East, en Warrap, una campaña de desarme dirigida por 

el Jefe de la Inteligencia Militar de las FDPSS, Teniente General Rin Tueny Mabor 

Deng, había dado paso a la violencia, como informó el Grupo de Expertos en su 

informe provisional de 2020. La campaña de junio a agosto de 2020, centrada en el 

desarme de las milicias civiles de la zona, provocó la muerte de decenas de civiles y 

el desplazamiento de miles de personas. 

 

__________________ 

 39 Entrevistas con administradores locales, agentes de la sociedad civil y fuentes confidenciales, 

noviembre de 2020 a marzo de 2021. 

 40 David Mono Danga, “South Sudan’s Kiir to stay out of inter-communal conflicts”, Voice of 

America, 29 de enero de 2021. 

 41 Radio Tamazuj, “Kiir despide al Gobernador de Warrap y nombra a su sucesor”, 29 de enero 

de 2021. 

 42 Vídeo del desfile publicado en las redes sociales y verificado de forma independiente.  

 43 Ibid. 

 44 Entrevistas con agentes de la sociedad civil local y fuentes confidenciales, febrero a marzo 

de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2016/70
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 D. Decisiones políticas que contribuyen al conflicto en Alto Nilo  
 

 

74. Dadas las divisiones políticas en Yuba y su impacto en la seguridad, Alto Nilo, 

rico en petróleo, ha seguido corriendo el riesgo de sufrir graves actos de violencia. 

Alto Nilo ha acogido una fuerte presencia de grupos armados, incluidas las fuerzas 

del ELPS en la Oposición y las FDPSS, las fuerzas de la Oficina de Seguridad Interna 

que protegen los yacimientos petrolíferos (véase S/2020/342) y varias milicias 

étnicas, entre ellas grupos asociados a las comunidades nuer, dinka padang y shilluk. 

En septiembre de 2019, la violencia estalló a lo largo de la frontera con Etiopía 

después de que la Oficina de Seguridad Interna convenciera al General de División 

James Ochan Puot de que desertara del ELPS-O al Gobierno (véase S/2019/897). 

75. Antes y después del nombramiento, en enero de 2021, de Budhok Ayang Kur 

como Gobernador de Alto Nilo, diversas fuentes informaron de cambios en las 

lealtades nacionales y de agendas locales contrapuestas en Alto Nilo que han 

provocado más violencia45. El rechazo final por parte del Sr. Kiir y del Sr. Machar del 

General Olony, de la etnia shilluk, como Gobernador de Alto Nilo designado por el 

M/ELPS-O ha provocado un aumento de las tensiones46. Las comunidades shilluk y 

dinka padang se han enfrentado por el control de Malakal, la capital regional, y otras 

zonas de la ribera oriental del Nilo que tradicionalmente habían estado bajo el control 

de los shilluk, pero que habían sido conquistadas por los dinka padang en el curso de  

conflictos anteriores, en particular en 2017.  

76. En diciembre de 2020 y enero de 2021, estallaron combates en el condado de 

Maban, en el este de Alto Nilo, a lo largo de la frontera con el Sudán, entre el ELPS 

en la Oposición y las FDPSS, en violación del Acuerdo sobre la Cesación de las 

Hostilidades. La violencia entre las fuerzas, que incluían milicias civiles locales, 

comenzó el 13 de diciembre de 2020 en Liang, en el condado de Maban. Múltiples 

fuentes en Maban informaron al Grupo de Expertos de que los enfrentamientos se 

habían ampliado, luego de que el 4 de enero de 2021 se registraran incidentes en todo 

el condado de Maban. Los enfrentamientos más importantes se produjeron en los 

alrededores de Bunj del 4 al 6 de enero de 2021 y en Tommaji y Gasmalla los días 

9 y 10 de enero de 2021. Los combates provocaron la muerte de decenas de civiles y 

el desplazamiento de miles de personas, algunas de las cuales huyeron a Etiopía 47. 

77. A juzgar por las entrevistas realizadas por el Grupo, las fuerzas del ELPS en la 

Oposición en la zona, que han mantenido sobre el terreno a más de 3.000 soldados, 

han recibido el apoyo de cientos de soldados mabaneses de las milicias locales y de 

otras milicias nuer de Nasir y Maiwut, en Alto Nilo. Entretanto, efectivos de las 

FDPSS, que han mantenido pequeñas bases en los principales pueblos y ciudades de 

la zona, se han armado con ametralladoras pesadas y han recibido el apoyo de otras 

milicias de la etnia mabanesa. Según múltiples fuentes, otras milicias mabanesas 

implicadas en la violencia han operado de forma independiente del ELPS en la 

Oposición y de las FDPSS.  

78. En febrero de 2021, estalló un conflicto en el condado de Akoka, en Alto Nilo. 

Esa zona se había visto gravemente afectada por las inundaciones de diciembre de 

2020 y enero de 2021, que provocaron el desplazamiento de decenas de miles de 

personas y cortaron el acceso al condado. Desde el 2 de febrero de 2021, según fuentes 

locales, al menos 3.000 milicianos jikany nuer de Ulang y Nasir, en Alto Nilo, 

aparentemente bajo el control del ELPS en la Oposición, atacaron aldeas, quemaron 

__________________ 

 45  Entrevistas con agentes la sociedad civil local y fuentes confidenciales, enero de 2021. 

 46  Entrevistas con funcionarios del Gobierno, el M/ELPS-O y fuentes confidenciales, junio a julio 

de 2020. 

 47  Entrevistas con la sociedad civil local, líderes comunitarios y comandantes locales, enero a 

febrero de 2021. 
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chozas y robaron cosechas y alimentos. Según las mismas fuentes, los milicianos 

jikany nuer mataron a decenas de civiles y a las fuerzas de las FDPSS y desplazaron 

a miles de residentes locales. A principios de marzo de 2021, las milicias jikany nuer 

seguían recorriendo el condado de Akoka y, según fuentes que están en contacto con 

los comandantes de las milicias, tenían la intención de asaltar los yacimientos 

petrolíferos de Paloich.  

79. Los meses de enfrentamientos en Alto Nilo parecen haber estado relacionados 

en parte con los nombramientos políticos en el Estado. El Grupo recibió 

informaciones de comandantes y políticos de la zona, según las cuales la violencia 

estaba relacionada en parte con el descontento local por el hecho de que el Sr. Kiir no 

hubiera nombrado al General Olony como Gobernador. El intento fallido del Teniente 

General Kuc y del Sr. Gatlauk de reclutar al general Olony para las FDPSS a cambio 

de un puesto militar de alto nivel y de beneficios económicos había generado más 

tensión, según fuentes confidenciales. 

80. Además, múltiples comandantes y políticos locales comentaron que los 

incipientes intentos de reorganización de las unidades armadas del ELPS en la 

Oposición y otras milicias locales habían contribuido a los disturbios. Según esas 

fuentes, múltiples unidades del ELPS en la Oposición con base en Alto Nilo y el norte 

de Yonglei, insatisfechas con el incumplimiento del acuerdo de paz, habían dado los 

primeros pasos para formar una nueva coalición fuera del marco del Acuerdo. 

Múltiples fuentes de la zona informaron al Grupo de que algunos dirigentes de los 

dinka padang, que consideraban que el Sr. Kiir había abandonado a su comunidad, 

habían comenzado a debatir la reorientación de su lealtad política. 

 

 

 E. Arreglos de seguridad no aplicados que contribuyen 

a la inestabilidad 
 

 

81. El nombramiento por el Gobierno de los gobiernos estatales y locales, tras un 

año de retraso, desvió la atención política de una de las bases del Acuerdo: los arreglos 

combinados de seguridad. Como ya había señalado anteriormente el Grupo de 

Expertos (véanse los documentos S/2020/342 y S/2020/1141), los zonas de 

acantonamiento y los centros de formación no han resultado en la unificación de 

ninguna fuerza y ni siquiera han evaluado qué fuerzas hay que volver a entrenar y 

cuáles hay que desmovilizar, según funcionarios que participan en los arreglos de 

seguridad y que fueron entrevistados por el Grupo.  

82. La mayor parte de los efectivos de las FDPSS han permanecido fuera de las 

zonas de acantonamiento, mientras que algunas de las fuerzas del ELPS en la 

Oposición y otras fuerzas de la oposición se han posicionado en las zonas de 

acantonamiento 48 . Además de la falta de entrenamiento en esas zonas, múltiples 

funcionarios que participan en los arreglos de seguridad, incluidos los del Mecanismo 

de Vigilancia y Verificación del Alto el Fuego y los Arreglos Transitorios de 

Seguridad, dijeron al Grupo que las condiciones de vida eran pésimas y que los 

acantonamientos carecían de alimentos, saneamiento básico y medicamentos. El 5 de 

marzo de 2021, la Ministra de Defensa, Angelina Teny, reconoció públicamente que 

las zonas de acantonamiento y los centros de formación habían quedado desiertos y 

añadió que las condiciones eran particularmente extremas para las mujeres49.  

83. Múltiples fuentes de alto nivel en el sector de la seguridad que fueron 

entrevistadas por el Grupo de Expertos consideraban que, debido a la forma en que 

__________________ 

 48  Entrevistas con las FDPSS y fuentes confidenciales, noviembre de 202 a febrero de 2021.  

 49  Emmanual J. Akile y Priscah Akol, “Cantonments have been deserted - Defense Minister”, 

Eye Radio, 5 de marzo de 2021.  
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se habían llevado a cabo los procesos de acantonamiento y entrenamiento, incluso si 

las fuerzas unificadas se graduaran y volvieran a desplegarse, probablemente 

permanecerían divididas políticamente y serían poco fiables desde el punto de vista 

militar. Además, múltiples fuentes confidenciales familiarizadas con el sector de la 

seguridad dijeron al Grupo que el Gobierno había establecido la Junta de Examen 

Estratégico de la Defensa y la Seguridad, como se pedía en el Acuerdo (art.  2.5), pero 

que la misma aún no había elaborado una estrategia global de seguridad y defensa. El 

Gobierno tampoco ha elaborado un plan integral para el desarme, la desmovilización 

y la reintegración de los soldados de las distintas facciones armadas que no formarán 

parte del nuevo ejército (art. 2.4.10)50. 

 

 

 F. Disponibilidad de municiones para las milicias locales 
 

 

84. En todo el país, la proliferación y la disponibilidad de pequeñas cantidades de 

munición han permitido a los grupos armados no asociados a las fuerzas de seguridad 

gubernamentales, como milicias locales y grupos de ganaderos, perpetuar la 

inestabilidad en Sudán del Sur. Milicias y ganaderos fuertemente armados han podido 

resistir a las fuerzas de seguridad gubernamentales, por ejemplo, como hicieron las 

milicias locales en el condado de Tonj East, en Warrap, durante la campaña de 

desarme de julio de 2020 (véase S/2020/1141).  

85. En la reunión oficial del Grupo de Expertos con la Ministra de Defensa y 

Asuntos de los Veteranos, celebrada el 3 de febrero de 2021, la Sra. Teny señaló su 

preocupación por la amplia disponibilidad de municiones, que había supuesto una 

amenaza no sólo para los civiles, sino también para el personal humanitario y las 

fuerzas de mantenimiento de la paz.  

86. El Grupo de Expertos ha corroborado, a través de fuentes confidenciales, 

informes según los cuales algunos civiles de Yuba y Wau han estado en posesión de 

armas y municiones de tipo militar de alta calidad desde 2018. Entre las municiones 

en poder de civiles se encuentran cartuchos de 12,7 x 99 mm y 12,7 x 108 mm, que 

son cartuchos capaces de perforar blindajes51. Ese tipo de municiones —proyectiles 

altamente destructivos capaces de perforar vehículos blindados ligeros— no habrían 

estado anteriormente en manos de civiles.  

 

 

 G. Fomento por parte del Gobierno de las deserciones del Ejército 

de Liberación del Pueblo del Sudán en la Oposición 
 

 

87. Además de la falta de atención del Gobierno a los arreglos de seguridad del 

Acuerdo, el Sr. Kiir y sus partidarios han seguido promoviendo las deserciones de 

oficiales y unidades del ELPS en la Oposición. Esas acciones son contrarias a las 

disposiciones de los artículos 2.1.8 y 2.1.10.4 del Acuerdo. Además, como señaló el 

Grupo de Expertos en sus informes anteriores (véanse S/2019/897, S/2020/342 y 

S/2020/1141), las deserciones han facilitado la expansión de las fisuras internas 

existentes en el ELPS en la Oposición y han puesto en peligro la capacidad de los 

signatarios para generar confianza y trabajar en la aplicación del Acuerdo.  

__________________ 

 50  Entrevistas con fuentes confidenciales del sector de la seguridad, diciembre de 2020 a enero 

de 2021.  

 51  Información proporcionada por grupos de vigilancia comunitaria y personal de seguridad y 

entrevistas con ellos, octubre de 202 a febrero de 2021. Las municiones más utilizadas son 

cartuchos de 7,62 x 39 mm (para fusiles de asalto automáticos Kalashnikov modernizados), 

7,62 x 54 mm R (para  ametralladoras Kalashnikov), 7,62 x 51 mm (para ametralladoras M60 

y M240 y fusiles de francotirador) y cartuchos 12,7 x 108 mm y 12,7 x 99 mm (perforantes). 

https://undocs.org/es/S/2020/1141
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88. Un número cada vez mayor de altos mandos del ELPS en la Oposición han 

desertado a las FDPSS desde la firma del Acuerdo. Como se indica en los informes 

anteriores del Grupo (véanse S/2019/897, S/2020/342 y S/2020/1141), el Gobierno 

facilitó las deserciones de comandantes superiores del ELPS en la Oposición, como 

el General de División Ochan en el condado de Maiwut en Alto Nilo, el General de 

División James Nando Mark en Ecuatoria Occidental, el General de División Moses 

Lokujo en el condado de Kajo Kaji en Ecuatoria Central y, más recientemente, los 

comandantes superiores del condado de Maban en Alto Nilo.  

89. El Grupo confirmó que el Teniente General Kuc, el Sr. Gatluak y comandantes 

de las FDPSS habían facilitado la deserción de antiguos comandantes superiores del 

ELPS en la Oposición y les habían ofrecido incentivos financieros para hacerlo 52. El 

Teniente General Kuc, junto con altos mandos de las FDPSS, también dirigió en 

ocasiones a los mismos desertores del ELPS en la Oposición para que violaran la 

cesación de las hostilidades y el Acuerdo atacando a sus antiguas fuerzas 53 . Los 

ataques contra sus antiguas fuerzas en Ecuatoria Central en el período comprendido 

entre septiembre de 2020 y enero de 2021 y en Alto Nilo en el período comprendido 

entre septiembre de 2019 y marzo de 2021 provocaron muertes de civiles y 

desplazamientos masivos. 

 

 

 H. Autofinanciación de las fuerzas que contribuyen a la inseguridad 
 

 

90. Al carecer de apoyo en las zonas de acantonamiento, de salarios regulares y de 

un mando y control claros, los grupos armados han recurrido a sus propias fuentes de 

ingresos para mantener sus medios de vida y financiar las actividades relacionadas 

con el conflicto. Por ejemplo, el Grupo de Expertos ha recibido informes de que, en 

Ecuatoria Central, algunos soldados del FSN, la Oficina de Seguridad Interna, las 

FDPSS y la Inteligencia Militar de las FDPSS han obtenido ingresos provenientes del 

comercio de oro y de la venta y el transporte de carbón vegetal y madera de 

construcción 54 . En otros lugares, los grupos armados han establecido estratos de 

gobierno informal basados en la recaudación ilegal de impuestos, la explotación de 

los recursos locales y el desarrollo de empresas privadas 55. 

91. La ruptura de la cadena de mando ha contribuido a las operaciones de 

autofinanciación. Múltiples fuentes indicaron al Grupo de Expertos que la 

fragmentación del control político y de seguridad había desencadenado una “política 

de señores de la guerra”, en virtud de la cual los grupos armados luchaban por el 

control de los recursos y el control territorial en lugar de por la protección de los 

civiles y el cumplimiento de la ley y mantenimiento del orden56. Por ejemplo, una 

fuente de Ecuatoria Central, al describir las motivaciones de la deserción del General 

de División Lokujo del ELPS en la Oposición a las FDPSS, dijo al Grupo: “Él y su 

gente están luchando sólo para saquear, tener más mujeres y, en última instancia, 

conseguir el control total del comercio ilícito de troncos y obtener ingresos a través 

de impuestos ilícitos57”. 

 

 
 

 

__________________ 

 52  Entrevistas con las FDPSS y fuentes confidenciales, agosto a diciembre de 2020. 

 53  Ibid. 

 54  Entrevistas con agentes de la sociedad civil, periodistas, empleados del sector de la minería 

y el Ministerio de Minería, julio a diciembre de 2020. 

 55  Ibid.  

 56  Entrevistas con administradores locales, agentes de la sociedad civil, comandantes de las 

milicias y fuentes confidenciales, noviembre de 2020 a marzo de 2021. 

 57  Entrevista con una fuente confidencial, diciembre de 2020. 
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 I. Persistente inseguridad cerca de las minas de oro 
 

 

92. La persistente inseguridad en Ecuatoria Central ha impedido que se realicen 

inversiones adicionales en la explotación lícita de las minas de oro (véanse los 

documentos S/2020/342 y S/2020/1141). A finales de 2020, el Gobierno elaboró un 

plan económico para aumentar los ingresos provenientes del sector del oro. Sin 

embargo, cuatro empresas mineras internacionales titulares de licencias de 

exploración dijeron al Grupo que su incapacidad para obtener concesiones mineras 

debido a la presencia de grupos armados había impedido la exploración y la 

inversión58. 

93. Desde junio de 2020, el Grupo de Expertos ha podido establecer la comisión de 

actos de violencia de bajo nivel en los que han estado implicados algunos signatarios 

del Acuerdo y otros grupos armados en torno a lugares clave de extracción de oro en 

Lauru (Ecuatoria Oriental) en junio de 2020, en Karpeto (Ecuatoria Central) en julio 

de 2020 y en Gorom (Ecuatoria Central) en agosto de 2020 (véase S/2020/1141)59. 

Como señaló el Grupo en su informe provisional de 2020, unidades de grupos 

armados en toda Ecuatoria Oriental y Central han seguido practicando la minería 

artesanal a baja escala. Múltiples comandantes y oficiales de las FDPSS también 

dijeron al Grupo que, debido a la falta de paga para los soldados, inc luidos los de las 

zonas de acantonamiento, los comandantes y los soldados habían recurrido a la 

minería artesanal de oro. 

94. El Grupo considera que los ingresos obtenidos por miembros de grupos armados 

a través de la extracción y el comercio de oro artesanal han servido para apoyar sus 

propios medios de vida, dada la irregularidad de los pagos de los salarios. El Grupo 

no ha encontrado pruebas de que los grupos armados hayan estado en condiciones de 

financiar actividades relacionadas con el conflicto mediante la extracción y el 

comercio de oro.  

 

 

 J. Tala ilícita en Ecuatoria Oriental y Central 
 

 

95. En el curso de sus investigaciones sobre la explotación ilícita de la tala, el Grupo 

ha podido determinar que Ecuatoria Oriental y Central han seguido siendo los 

principales lugares donde fuerzas de seguridad del Gobierno, grupos armados y 

empresas privadas se han dedicado a la tala ilícita y se han beneficiado de ella (véanse 

los documentos S/2020/342 y S/2020/1141). En Ecuatoria Oriental, las plantaciones 

de teca se han concentrado en los condados de Torit y Magwe, situados cerca de la 

frontera con Uganda, para facilitar el comercio ilícito de madera de construcción a lo  

largo de las carreteras Torit-Ikotos-Tseretenia, Kudo-Lowai-Lirya-Nimule y Torit-

Magwe-Nimule hacia Uganda60.  

96. En Ecuatoria Oriental, oficiales de la División 7 de las FDPSS y administradores 

locales han apoyado la explotación ilícita de la madera de construcción por parte de 

empresas privadas, según múltiples fuentes 61 . El Grupo de Expertos recibió 

información de que Lucky Friends Trading and Construction Company Ltd. 

(véase S/2020/342) ha continuado la tala en el bosque de Imotong, en el condado 

__________________ 

 58  Entrevistas con empresarios, el Ministerio de Minería y empleados del sector de la minería, 

agosto 2020 a enero 2021. 

 59  Entrevistas con agentes de la sociedad civil, empresarios, el Ministerio de Minería y el FSN, 

julio a diciembre de 2020. 

 60  Entrevistas con personal de organizaciones no gubernamentales y agentes de la sociedad civil, 

diciembre de 2020 a febrero de 2021. 

 61  Ibid. 
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de Tori62. En febrero de 2021, la madera de construcción se comercializaba en Uganda 

a un precio de entre 420 y 540 dólares por metro cuadrado 63. Según las entrevistas 

realizadas por el Grupo de Expertos, funcionarios de la División 7 de las FDPSS han 

recibido pagos de esas empresas para proteger la tala y los lugares y aproximadamente 

entre 800 y 900 dólares por vehículo para escoltar los vehículos madereros hasta la 

frontera con Uganda64. 

97. Lucky Friends Trading and Construction Company Ltd. y otras empresas y 

comerciantes también han recibido apoyo administrativo de funcionarios del gobierno 

de Ecuatoria Oriental y de funcionarios de la sucursal local del Ministerio de Medio 

Ambiente y Bosques65.  

98. En Ecuatoria Central, una empresa del condado de Kajo Kaji ha talado 

ilícitamente teca y afzelia africana, según documentos confidenciales examinados por 

el Grupo de Expertos, y ha transportado la madera de construcción a Uganda.  

99. En el curso de sus entrevistas con comunidades locales de Torit y Kajo Kaji, el 

Grupo de Expertos constató que la explotación ilícita de la tala no había beneficiado 

a la población civil y, de hecho, la deforestación había degradado el medio ambiente 

local y empeorado las condiciones económicas de las comunidades. Aunque empresas 

privadas han prometido construir puentes, escuelas y carreteras, los miembros de las 

comunidades dijeron al Grupo que la mayoría de los proyectos no se habían iniciado 66. 

Además, la tala ilícita ha creado riesgos para la seguridad, ya que las fuerzas de 

seguridad del gobierno y los grupos armados implicados en esas actividades han 

perseguido sus intereses económicos en la tala a expensas de la seguridad de los 

civiles.  

 

 

 K. Ataques a las mujeres en Ecuatoria Central provocados 

por la deserción del General Lokujo 
 

 

100. Como ya se señaló, el Gobierno ha alentado la deserción de comandantes del 

ELPS en la Oposición y ha ofrecido incentivos económicos a los desertores para que 

cambien de bando. Además, en momentos en que el ELPS en la Oposición ha perdido 

poder político y económico en Yuba, el Grupo ha podido establecer que los 

comandantes han cambiado de bando para asegurarse el control del territorio y los 

recursos naturales. En ese contexto, el General de División Lokujo desertó a las 

FDPSS el 21 de septiembre de 2020 (véase S/2020/1141).  

101. Fuentes del Grupo de Expertos cercanas al General de División Lokujo 

expresaron la opinión de que su deserción a las FDPSS había sido provocada por su 

deseo de mantener el control territorial de las principales rutas a fin de transportar 

ilícitamente recursos naturales a Uganda y a la República Democrática del Congo 67. 

Desde al menos 2017, el General de División Lokujo ha estado directamente 

implicado en la tributación de la teca y la caoba en las zonas bajo su control en 

__________________ 

 62  Entrevistas y correspondencia con miembros de organizaciones no gubernamentales de Sudán 

del Sur en Yuba y Torit, agentes de la sociedad civil y comerciantes, diciembre de 2020 a 

febrero de 2021. 

 63  Entrevistas con personal de organizaciones no gubernamentales, agentes de la sociedad civil y 

comerciantes, febrero de 2021. 

 64  Ibid. 

 65  Ibid. 

 66  Entrevistas con personal de organizaciones no gubernamentales y agentes de la sociedad civil, 

diciembre de 2020 a febrero de 2021. 

 67  Entrevistas con fuentes confidenciales, octubre de 2020 a febrero de 2021. 
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Ecuatoria Central y ha participado activamente en el traslado de troncos a través de 

las fronteras (véase S/2019/897). 

102. Poco después de su deserción, el 27 de septiembre de 2020 fuerzas bajo el 

mando del General de División Lokujo atacaron a civiles y soldados del ELPS en la 

Oposición que vivían en el cuartel de Kirwa. A ese ataque siguió poco después, el 29 

de septiembre de 2020, una ofensiva contra los soldados del ELPS en la Oposición y 

los civiles que vivían en el centro de formación de Moroto. Como ya ha informado 

anteriormente el Grupo, los civiles que viven en bases militares y sus alrededores han 

sido blanco de ataques armados (véase S/2020/342). 

103. Un mes después, del 26 al 29 de noviembre de 2020, el General de División 

Lokujo y sus fuerzas lanzaron una segunda campaña militar contra las fuerzas del 

ELPS en la Oposición y los civiles que habían permanecido o regresado al centro de 

formación de Moroto y al cuartel de Kirwa. En esta segunda fase, las fuerzas atacaron 

a civiles de las aldeas de Ajio, Liwolo, Korijo y Bori, en el condado de Kajo Kaji 68. 

104. Durante este período, el Grupo de Expertos corroboró que las fuerzas bajo el 

mando y control directos del General de División Lokujo habían cometido graves 

violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, entre 

ellas 10 ejecuciones extrajudiciales, 32 violaciones y otros tipos de violencia sexual 

y de género, cinco denegaciones de acceso con fines de vigilancia y dos denegaciones 

de acceso para la prestación de ayuda humanitaria, además del saqueo de bienes 

civiles y la imposición de restricciones a la libertad de circulación de los civiles69. 

Además, la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios señaló que esos 

ataques violentos habían provocado grandes desplazamientos forzados relacionados 

con el conflicto70.  

 

 

 L. Ingresos no rastreados de empresas de las fuerzas de seguridad 
 

 

105. La Oficina de Seguridad Interna, las FDPSS y el Servicio de Inteligencia Militar 

de las FDPSS han obtenido ingresos extrapresupuestarios de los recursos naturales 

mediante la creación de empresas generadoras de ingresos independientes y 

departamentos internos para gestionar las operaciones de las empresas. Los ingresos 

netos obtenidos por cada una de las fuerzas de seguridad de la explotación de los 

recursos naturales y de otras operaciones comerciales no se han podido rastrear ni 

auditar y su uso ha sido bloqueado por el Gobierno, a juzgar por el examen realizado 

por el Grupo de Expertos de documentos del Ministerio de Finanzas y Planificación, 

registros de empresas y entrevistas.  

106. La falta de supervisión de las empresas creadas por las fuerzas de seguridad y 

de los ingresos procedentes de fuentes independientes ha aumentado el riesgo de que 

los servicios de seguridad oculten gastos que podrían amenazar la paz, la seguridad y 

la estabilidad en Sudán del Sur. Como ha informado anteriormente el Grupo, la 

Oficina de Seguridad Interna, en particular, ha intentado comprar armas con sus 

propias fuentes de ingresos independientes (véanse S/2020/342 y S/2020/1141).  

107. Por órdenes directas del Teniente General Kuc, la Oficina de Seguridad Interna 

ha seguido operando con empresas privadas que no han declarado ingresos y no han 

contribuido a la recaudación centralizada de ingresos del Ministerio de Finanzas y 

__________________ 

 68  Ibid. 

 69  Ibid.  

 70  Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios, “South Sudan: humanitarian snapshot”, 

diciembre de 2020.  
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Planificación (véanse S/2020/342 y S/2019/301) 71 . A juzgar por documentos de 

empresas y registros de importación examinados, varias empresas que han operado 

en los sectores del petróleo y la seguridad han sido propiedad de funcionarios de alto 

nivel de la Oficina de Seguridad Interna que trabajan en la División de Inversiones, 

que gestiona las empresas, y en la División de Administración.  

108. Al igual que la Oficina de Seguridad Interna, las FDPSS ha operado una división 

empresarial conocida como Corporación Económica Militar 72. Según las entrevistas 

realizadas por el Grupo de Expertos, la Corporación ha creado empresas privadas en 

diversos sectores, incluida la extracción de recursos naturales. Según la 

documentación de la empresa, la Corporación creó MED Construction for 

Development Co. Ltd., que solicitó y adquirió tres licencias de extracción de oro en 

2018. Sobre la base de varios documentos de constitución examinados por el Grupo, 

las empresas privadas de la Corporación, incluidas MED y Bolt Engineering Co. Ltd., 

han seguido los procedimientos normales de registro de empresas en Sudán del Sur, 

pero no han hecho pública su afiliación a las FDPSS73.  

109. La Inteligencia Militar de las FDPSS también ha aumentado sus ingresos 

extrapresupuestarios procedentes de la explotación ilícita de recursos naturales. Por 

ejemplo, la Inteligencia Militar de las FDPSS ha obtenido ingresos independientes 

provenientes de su acuerdo con Gorom Mining para vigilar un yacimiento minero en 

pequeña escala (véanse S/2019/897 y S/2020/1141) 74 . Según un documento 

confidencial, que múltiples fuentes han validado, la Inteligencia Militar de las FDPSS 

también ha transportado en vehículos militares madera de construcción a Yuba, en 

Ecuatoria Central, como parte de sus operaciones comerciales privadas. Además , 

empresarios de Yuba indicaron al Grupo de Expertos que el Servicio de Inteligencia 

Militar de las FDPSS había buscado nuevas oportunidades de negocio más allá de la 

explotación de los recursos naturales para aumentar sus propias fuentes de ingresos, 

que están fuera del alcance del Ministerio de Finanzas y Planificación y de los órganos 

de supervisión75.  

 

 

 IV. Fragmentación del control de los recursos públicos 
y naturales  
 

 

110. Desde la formación del Gobierno de unidad en febrero de 2020, numerosos 

ministerios, organismos y fuerzas de seguridad del Gobierno se han hecho con el 

control de los recursos públicos y naturales de Sudán del Sur como medio de generar 

fuentes de ingresos independientes, que se han desvinculado del presupuesto central 

del Gobierno (véanse S/2020/342 y S/2020/1141). El control y la gestión cada vez 

más fragmentados de los recursos públicos y naturales han debilitado los esfuerzos 

del Gobierno por aplicar el capítulo 4 del acuerdo de paz, limitar la apropiación 

indebida de fondos gubernamentales y mejorar la situación económica del país. La 

deuda externa de Sudán del Sur ha seguido aumentando y supera ya los 2.000 millones 

de dólares76.  

__________________ 

 71 Entrevistas con el Ministerio de Finanzas y Planificación, agentes de la sociedad civil, 

exfuncionarios del Gobierno y empresarios, agosto de 2020 a febrero de 2021.  

 72  Entrevistas con agentes de la sociedad civil, diplomáticos extranjeros y empresas que operan en 

la industria minera y documentos confidenciales, noviembre de 2020 a enero de 2021.  

 73  Ministerio del Petróleo y Minería de Sudán del Sur y Trimble Land Administration, Portal del 

Catastro Minero de Sudán del Sur. Disponible en http://portals.flexicadastre.com/southsudan/. 

 74  Entrevistas con fuentes confidenciales, diciembre de 2020 a enero de 2021. 

 75  Entrevistas con empresarios, periodistas y diplomáticos extranjeros, julio de 2020 a enero de 2021.  

 76  Entrevistas con el Ministerio de Finanzas y Planificación y el FMI, y  documentos confidenciales 

que obran en poder del Grupo de Expertos. 

https://undocs.org/es/S/2020/342
https://undocs.org/es/S/2019/301
https://undocs.org/es/S/2019/897
https://undocs.org/es/S/2020/1141
https://undocs.org/es/S/2020/342
https://undocs.org/es/S/2020/1141
http://portals.flexicadastre.com/southsudan/
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111. Las diversas fuentes de ingresos del Gobierno procedentes de la venta de 

recursos naturales, en particular el petróleo crudo, no han sido objeto de supervisión 

y no se han consolidado en una sola cuenta, como exigen las leyes nacionales y el 

Acuerdo (art. 4.10.1.2). El Fondo Monetario Internacional (FMI) ha advertido de que 

“los anticipos de petróleo no transparentes, los préstamos respaldados por el petróleo 

y las transacciones extrapresupuestarias están socavando la disciplina fiscal y la 

integridad presupuestaria”, lo que, según el Grupo de Expertos, ha dado lugar a una 

descoordinación de los flujos de ingresos del Gobierno que no se han utilizado para 

aplicar el Acuerdo77. Por ejemplo, el Ministerio de Finanzas y Planificación informó 

en septiembre de 2020 de que 19 instituciones generadoras de ingresos no habían 

transferido los pagos a la Dirección Nacional de Ingresos 78. 

 

 

 A. Efecto de las limitaciones de la financiación en la gobernanza 
 

 

112. A principios de marzo de 2021, a cuatro meses de concluir el año fiscal 2020/21, 

el Gobierno no había dado a conocer su presupuesto completo ni su plan para subsanar 

el déficit fiscal previsto (véase S/2020/1141)79 . Dado el impacto financiero de la 

pandemia de COVID-19, el FMI proporcionó asistencia financiera directa al 

Gobierno en noviembre de 2020, en forma de un préstamo de 52,3 millones de dólares 

de su Servicio de Crédito Rápido 80. El Gobierno pagó dos meses de salarios atrasados 

correspondientes a junio y julio de 2020 con una parte de la línea de crédito, pero ha 

seguido debiendo al menos cinco meses de salarios atrasados a funcionarios y 

soldados81. 

113. El Gobierno también ha utilizado los fondos de emergencia del Servicio de 

Crédito Rápido para subastar dólares estadounidenses a las oficinas de cambio de 

divisas en un esfuerzo por controlar los precios, dada la dependencia del país respecto 

de los bienes importados. Desde diciembre de 2020, el Banco de Sudán del Sur ha 

subastado entre 1 y 2 millones de dólares a la semana a las oficinas de cambio de 

divisas (véase el anexo XV)82. En diciembre de 2020, la subasta del Banco de Sudán 

del Sur de 1 millón de dólares dio lugar a la distribución de 50.000 dólares a 20 

oficinas de cambio de divisas83. Los economistas han señalado que la exclusión de 

los bancos comerciales de las subastas semanales ha limitado la eficacia de las 

subastas para reducir la inflación y cerrar la brecha entre el tipo de cambio oficial y 

el del mercado negro84. 

114. Dados los limitados fondos del Gobierno, dirigentes políticos y militares 

entrevistados por el Grupo de Expertos han señalado la correspondiente falta de 

fondos disponibles para que el Sr. Kiir incentive la lealtad entre los grupos de apoyo 

tradicionales e incorpore a los dirigentes políticos y militares de la oposición en el 

__________________ 

 77  Fondo Monetario Internacional, “Republic of South Sudan: 2019 article IV consultation” – press 

release; staff report; and statement by the Executive Director for the Republic of South Sudan”, 

informe nacional núm. 19/153, junio de 2019.  

 78  Voice of America, “South Sudan in Focus”, episodio de audio, 14 de septiembre de 2020. 

 79  Entrevistas con agentes de la sociedad civil, diplomáticos extranjeros y funcionarios del 

Gobierno, febrero a marzo de 2021. 

 80  FMI, “South Sudan: 2019 article IV consultation”. 

 81  Entrevistas con agentes de la sociedad civil, diplomáticos extranjeros y funcionarios 

gubernamentales, y documentos confidenciales, enero a marzo de 2021.  

 82  Sudan Tribune, “South Sudan’s central bank to auction $2m every week: official”, 26 de enero 

de 2021.  

 83  Documento que obra en poder del Grupo de Expertos; entrevistas con organizaciones no 

gubernamentales locales y la sociedad civil, enero a febrero de 2021; y Jale Richard, “Central 

bank to auction $2 million weekly”, Eye Radio, 25 de enero de 2021.  

 84  Entrevistas con organizaciones no gubernamentales locales y agentes de la sociedad civil, enero 

a febrero de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2020/1141
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Gobierno. Si bien el Sr. Kiir y sus aliados, como se ha señalado anteriormente, han 

proporcionado incentivos financieros para convencer a líderes militares del ELPS en 

la Oposición de que deserten, fuentes cercanas al Sr. Kiir indicaron que el sistema 

tradicional de patrocinio del Presidente se había visto cada vez más limitado debido 

al Acuerdo y a la desaceleración económica provocada por la COVID-19.  

115. A nivel estatal, las fuentes del Grupo también señalaron la falta de fondos 

disponibles para las administraciones locales. Funcionarios de Alto Nilo, Lagos y 

Ecuatoria Central entrevistados por el Grupo de Expertos destacaron que las 

administraciones estatales no tenían recursos financieros asignados, lo que llevó a 

una fuente a informar al Grupo de que “las arcas locales estaban vacías, por lo que el 

saqueo [de recursos] seguiría siendo la única opción para ellos”.  

 

 

 B. Continuación del gasto en proyectos de carreteras  
 

 

116. La limitada flexibilidad fiscal del Gobierno —según las proyecciones del 

Ministerio de Finanzas y Planificación, los ingresos del Gobierno equivaldrán a unos 

600 millones de dólares en el ejercicio fiscal 2020/21— no ha impedido la asignación 

de recursos para el programa petróleo por carreteras (véase S/2020/1141). El Grupo 

de Expertos ha verificado la información de que, desde principios de 2019, el 

Gobierno ha firmado contratos para cuatro proyectos de construcción de carreteras, 

valorados en 3.870 millones de dólares. Las cuatro carreteras deberán estar 

terminadas para 2024, sobre la base de una revisión de los contratos 85. 

117. Al inicio de los proyectos de carreteras en 2019, el Presidente explicó que el 

Gobierno tenía previsto pagar los proyectos con la venta de la mezcla del Nilo de 

petróleo crudo bombeado desde Unidad y la Zona Administrativa de Ruweng. Sin 

embargo, el Grupo de Expertos ha corroborado la información de que la financiación 

inicial por valor de más de 100 millones de dólares para la carretera de Yuba-Bor, que 

el Grupo había documentado en su informe provisional de 2020, no se financió con 

el plan de pago de petróleo por carreteras.  

118. En 2019, el Gobierno recibió una línea de crédito de 400 millones de dólares 

del Banco Africano de Exportación e Importación (véase S/2020/342)86. Según los 

términos del acuerdo, el Banco pagó directamente a algunos beneficiarios en nombre 

del Ministerio de Finanzas y Planificación. Por otra parte, el Banco transfirió una 

parte de la línea de crédito al Banco de Sudán del Sur para apoyar los gastos 

presupuestarios del Gobierno. Según fuentes independientes, el Gobierno destinó una 

parte de los fondos depositados en el Banco de Sudán del Sur a pagar la carretera 

Yuba-Bor. 

119. El Banco Africano de Exportación e Importación ha aprobado desde entonces 

una línea de crédito adicional de 250 millones de dólares para que el Gobierno la 

utilice para gastos y proyectos de infraestructura, pero a principios de marzo de 2021 

todavía no había desembolsado ningún fondo87. 

120. Desde la financiación inicial, el Proyecto Yuba-Bor ha recibido al menos 50 

millones de dólares adicionales, mientras que al proyecto de la carretera Yuba-

Rumbek se le han asignado al menos 82 millones de dólares durante el mismo 

__________________ 

 85  Entrevistas con fuentes confidenciales, diciembre de 2020 a enero de 2021, y documentos 

confidenciales que obran en poder del Grupo de Expertos. 

 86  Entrevistas con diplomáticos extranjeros, exfuncionarios del Gobierno y fuentes confidenciales, 

julio de 2020 a enero de 2021. 

 87  Entrevistas con fuentes confidenciales, febrero a marzo de 2021.  

https://undocs.org/es/S/2020/1141
https://undocs.org/es/S/2020/342
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período88 . Tras una revisión gubernamental y ajustes de ingeniería en la carretera 

Yuba-Rumbek, la construcción se reanudó en enero de 2021 (véase S/2020/1141). 

121. La Oficina del Presidente ha gestionado directamente la negociación y la 

ejecución de los proyectos de construcción de carreteras desde que el Consejo de 

Ministros acordó, en mayo de 2019, asignar 30.000 barriles diarios de petróleo crudo 

para el desarrollo de infraestructuras (véase el anexo XVI). Funcionarios y 

exfuncionarios del Gobierno han dicho al Grupo de Expertos que, debido a que la 

Oficina del Presidente creó una “mesa” especial para gestionar los proyectos 

directamente, no ha habido supervisión por parte del Gobierno. El Ministerio de 

Carreteras y Puentes no ha realizado el examen habitual de los aspectos técnicos de 

las carreteras, a la vez que ha brillado por su ausencia la transparencia financiera con 

respecto a los pagos de los proyectos por parte del Ministerio de Finanzas y 

Planificación (véase el anexo XVII)89. 

 

 

 C. Ingresos del petróleo no contabilizados 
 

 

122. La venta y la recaudación de los ingresos procedentes del petróleo crudo de 

Sudán del Sur suponen un riesgo para la estabilidad económica, ya que la principal 

fuente de ingresos del Gobierno no se ha gestionado de conformidad con el capítulo  4 

del Acuerdo. Aunque el petróleo crudo ha representado alrededor del 90 % de lo s 

ingresos del Gobierno, éste ha clasificado como “confidenciales” la mayoría de los 

aspectos de sus operaciones e ingresos petroleros90. En consecuencia, el Gobierno no 

ha respondido a las múltiples solicitudes escritas del Grupo para obtener información 

que, según la Ley del Petróleo de 2012 y la Ley de gestión de los ingresos derivados 

del petróleo de 2013, debería estar a disposición del público.  

123. El Grupo de Expertos ha examinado algunas de las fuentes de ingresos del 

Gobierno generadas por el sector del petróleo y ha constatado que la mayoría de los 

ingresos no han sido recaudados, verificados y divulgados por auditores 

independientes. Según el artículo 4.14.8 del Acuerdo, “todos los ingresos del 

Gobierno deberán ser contabilizados y la información deberá ser accesible al 

público”. 

124. El Gobierno ha obtenido ingresos del petróleo de tres fuentes primarias pero 

separadas, lo que ha oscurecido la contabilidad de sus ingresos procedentes del 

petróleo. Sobre la base de una revisión de la Ley de gestión de los ingresos derivados 

del petróleo de 2013, el Banco de Sudán del Sur debería recibir fondos del petróleo 

procedentes de: a) la venta directa por parte del Gobierno de su cuota de petróleo 

crudo; b) la cuota de la Nile Petroleum Corporation de los ingresos del petróleo crudo 

procedentes de su participación en las empresas operadoras de petróleo; y c) los pagos 

a tanto alzado y anuales de las empresas operadoras de petróleo al Gobierno en 

concepto de tarifas de alquiler de superficie y primas de firma.  

 

 

 D. Falta de supervisión de las ventas y contratos de petróleo 
 

 

125. La venta directa por parte del Ministerio del Petróleo de su crudo ha sido la 

mayor fuente de ingresos del Gobierno. Sin embargo, como se informó en el informe 

provisional de 2020, gran parte de los reembolsos de la deuda externa de Sudán del 

Sur están vinculados a la venta de cargamentos de petróleo sobre la base de 

__________________ 

 88  Entrevistas con fuentes confidenciales, diciembre de 2020 a enero de 2021. 

 89  Entrevistas con fuentes confidenciales, julio de 2020 a enero de 2021. 

 90  Entrevistas con funcionarios del Gobierno y empresarios del sector petrolero, noviembre 

de 2020 a febrero de 2021. 
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calendarios predeterminados, lo que ha complicado la supervisión de las ventas de 

petróleo y a menudo ha disminuido el precio de venta del petróleo. El Gobierno no ha 

finalizado la revisión de su deuda que ha sido respaldada con petróleo, como se 

estipula en los artículos 4.8.1.3 y 4.14.4 del Acuerdo.  

126. Además de la línea de crédito respaldada por petróleo del Banco Africano de 

Exportación e Importación a que se hace referencia en el informe provisional de 2020 

del Grupo de Expertos, Sudán del Sur reestructuró, en 2020, unos 650 millones de 

dólares de deuda con el Banco Nacional de Qatar a fin de incluir una garantía soberana 

(véase S/2017/979). En virtud del acuerdo de reembolso, el Banco Nacional de Qatar 

tiene derecho a recibir dos cargamentos de crudo en especie cada año 91. 

127. El Grupo de Expertos ha examinado la documentación confidencial sobre los 

acuerdos de pago anticipado de cargamentos de petróleo crudo vinculados a los meses 

específicos de las asignaciones al Banco Africano de Exportación e Importación, al 

Banco Nacional de Qatar, a NASDEC General Trading y a los proyectos de pe tróleo 

por carreteras. Sobre la base de esos datos, el Grupo calculó que se habían asignado 

para 2021 un total de 21 cargamentos en especie, es decir, más de tres cuartas partes 

de los cargamentos de petróleo previstos por el Gobierno 92. El Gobierno ha asignado 

16 cargamentos para 2022 con los mismos planes de reembolso 93. 

128. Las negociaciones y la gestión de la financiación respaldada por el petróleo, 

incluidos los acuerdos de pago anticipado del petróleo, no han incluido habitualmente 

la plena participación de los ministerios pertinentes, la aprobación del Consejo de 

Ministros o la notificación al Parlamento 94. Por ejemplo, a partir de abril de 2018, el 

Gobierno firmó una serie de acuerdos de pago anticipado con Sahara Energy 

Resources 95 . Según los términos del tercer acuerdo de ese tipo, Sahara Energy 

Resources proporcionó una línea de crédito de hasta 600 millones de dólares, que el 

Gobierno amortizaría mediante la asignación de futuros cargamentos de crudo 96 . 

Fuentes confidenciales han señalado que las negociaciones del acuerdo de pago 

anticipado no competitivo carecieron de transparencia. A finales de 2020, el Gobierno 

debía a Sahara Energy unos 137 millones de dólares de deuda pendiente 97.  

129. En 2021, el Gobierno ha seguido asignando cantidades fijas de las ventas de 

crudo para el pago de la deuda y para proyectos, lo que ha fragmentado la gestión de 

su petróleo y ha aumentado el riesgo de apropiación indebida de los recursos 

petroleros del Gobierno. Agentes de la sociedad civil y empresarios señalaron al 

Grupo que, como resultado de la práctica de preasignación, ciertos gastos del 

Gobierno, como los salarios, habían tenido prioridad sobre otros y los pagos se habían 

realizado al margen del proceso presupuestario dirigido por el Ministerio de Finanzas 

__________________ 

 91  Entrevistas con funcionarios del Gobierno, diciembre de 2020 a enero de 2021, y documentos 

confidenciales. 

 92  Entrevistas con empresarios del sector petrolero y funcionarios del Gobierno, julio de 2020 

a febrero de 2021, y documentos confidenciales. 

 93 Ibid. 

 94  Entrevistas con empresarios, funcionarios públicos y profesionales de la banca, julio de 2020 

a febrero de 2021. 

 95  Entrevista con un exfuncionario del Ministerio del Petróleo y empresarios, abril de 2020; y 

Valéry Guillebon, “Sahara Energy in South Sudan”, ponencia presentada en la conferencia 

Africa Oil and Power, noviembre de 2018.  

 96  Documentos confidenciales examinados por el Grupo; entrevistas con un exfuncionario del 

Ministerio del Petróleo, diplomáticos extranjeros y expertos del sector, abril de 2020; y Africa 

Intelligence, “Sahara Energy’s Tope Shonubi seals crude oil deal”, 8 de mayo de 2018.  

 97  Entrevistas con la sociedad civil y los bancos comerciales, octubre de 2020 a febrero de 2021, 

y documentos confidenciales que obran en poder del Grupo de Expertos.  
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y Planificación98. Dada esa práctica, el 6 de diciembre de 2020, en la sexta conferencia 

anual del M/ELPS-O, se pidió al Gobierno que hiciera asignaciones directas de 

petróleo para la implementación de la paz99. 

 

  Estudio de caso: pérdida de ingresos públicos por acuerdos de pago anticipado  
 

130. El Grupo de Expertos ha informado sistemáticamente de que la práctica de las 

ventas anticipadas de petróleo mediante acuerdos de pago anticipado con 

comerciantes internacionales de petróleo —en virtud de los cuales el comprador paga 

al Gobierno por adelantado por la futura entrega de petróleo — ha sido especialmente 

susceptible a la desviación de fondos públicos (véanse S/2019/301, S/2020/342 y 

S/2020/1141). La práctica no ha sido objeto de supervisión, ya que el Gobierno no ha 

revelado las condiciones de sus diversos acuerdos de pago anticipado ni el alcance de 

sus obligaciones financieras relacionadas con los préstamos respaldados por petróleo,  

tal como se exige en el Acuerdo (arts. 4.8.1.3 y 4.14.4). En junio de 2019, el Gobierno 

inició una investigación sobre esa práctica; sin embargo, la investigación se dio por 

terminada, y no se ha publicado ninguna conclusión (véase S/2019/897)100. 

131. El Gobierno ha perdido importantes ingresos públicos por el cobro de tarifas 

asociadas con los acuerdos de pago anticipado, algo que el Ministerio de Finanzas y 

Planificación reconoció en su plan presupuestario nacional para 2020/21, cuando 

señaló que “el Gobierno dependía en gran medida de los ingresos del petróleo y de 

los préstamos respaldados con petróleo para financiar el presupuesto, lo que supone 

un costo considerable para el Gobierno”. El Grupo ha estimado que los acuerdos de 

pago anticipado en 2018-2020 hicieron que disminuyeran los ingresos potenciales del 

Gobierno en al menos 150 millones de dólares, basándose para ello en datos sobre los 

ingresos del petróleo, los términos de los acuerdos de pago anticipado y documentos 

confidenciales del Gobierno. 

132. El Grupo ha revisado la documentación relativa a cuatro acuerdos de pago 

anticipado firmados por el Gobierno con una empresa internacional de comercio de 

petróleo y ha entrevistado a fuentes confidenciales para verificar los costes asociados 

a esos acuerdos.  

133. Durante el período de abril de 2018 a agosto de 2019, el Gobierno recibió acceso 

a financiación  anticipada a través de los cuatro acuerdos de pago anticipado, lo que 

dio lugar a que la empresa realizara ocho pagos anticipados al Gobierno que 

ascendieron a 446.973.882,79 dólares. Al mismo tiempo, según lo estipulado en los 

acuerdos de pago anticipado, el Gobierno pagó a la empresa 95.138.582,61 dólares 

en concepto de intereses, tasas y costos.  

134. Como se describe en los acuerdos de pago anticipado y en los documentos de 

conciliación del Ministerio del Petróleo examinados por el Grupo de Expertos, el 

Gobierno era responsable de tres costos principales. En primer lugar, el Gobierno 

pagó por adelantado tasas de acuerdo, que incorporan los gastos de administración 

del acuerdo de financiación, del 1,25 al 3,5 por ciento sobre el valor total del acuerdo 

de financiación. En total, el Gobierno pagó 68.238.400,00 dólares en concepto de 

comisiones de apertura en virtud de los cuatro acuerdos de pago anticipado a lo largo 

de 17 meses en 2018 y 2019. En segundo lugar, el Gobierno pagó un interés del 7 % 

__________________ 

 98  Entrevistas con agentes la sociedad civil y comerciantes de petróleo, octubre a diciembre 

de 2020. 

 99  Documento que obra en poder del Grupo de Expertos. 

 100  Entrevistas con funcionarios y exfuncionarios del Ministerio del Petróleo y agentes de la 

sociedad civil, julio de 2020 a febrero de 2021.  

https://undocs.org/es/S/2019/301
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por encima de la tasa de interés mundial de referencia, para un total de 13.079.925,55 

dólares, sobre el saldo pendiente de la financiación 101. 

135. En tercer lugar, como el Gobierno recibió el pago por adelantado del petróleo, 

la empresa recibió el petróleo a una tasa de descuento preestablecida por debajo del 

precio del mercado en efectivo. Los cuatro planes de pago anticipado examinados por 

el Grupo de Expertos incluían una tasa de descuento de 1,15 a 1,35 dólares por barril 

de crudo, lo que supuso una disminución de los ingresos de 8.504.139,85 dólares en 

la venta de 11 cargamentos entre mayo de 2018 y julio de 2019 102. 

136. El Grupo de Expertos estima que las diversas tasas y abonos de interés 

correspondientes a los cuatro acuerdos de pago anticipado a corto plazo dieron lugar 

a una disminución del 24 % de los ingresos potenciales del gobierno, o unos 5,5 

millones de dólares al mes, en comparación con el valor esperado del petróleo a través 

de los contratos de licitación al contado (véase S/2020/342). El Grupo no ha detectado 

ninguna desviación de fondos públicos relacionada con los cuatro acuerdos de pago 

anticipado. Sin embargo, funcionarios del Ministerio de Finanzas y Planificación y 

del Ministerio del Petróleo dijeron al Grupo que los ministerios no habían podido 

hacer un seguimiento completo del reembolso de los préstamos, en parte debido a la 

forma en que se calculaban y comunicaban las finanzas.  

 

 

 E. Ingresos no auditados de la Nile Petroleum Corporation 
 

 

137. Además de los ingresos obtenidos por el Gobierno por sus ventas directas de 

petróleo, el Gobierno tiene derecho a ingresos petroleros por separado a través de la 

Nile Petroleum Corporation, empresa petrolera que es propiedad del Gobierno en su 

totalidad. Como socio de las empresas operadoras de petróleo en Sudán del Sur, la 

Nile Petroleum Corporation tiene derecho al 8 % del petróleo que genere beneficios 

de la Dar Petroleum Operating Company, al 5 % de la Greater Pioneer Operating 

Company y al 8 % de la Sudd Petroleum Operating Company.  

138. El Grupo ha podido determinar que la Nile Petroleum Corporation no ha 

transferido sus ingresos netos financieros, que son recursos públicos, al Banco de 

Sudán del Sur 103 . A juzgar por los cálculos del Grupo de Expertos derivados de 

documentos internos del Ministerio del Petróleo, informes públicos del Gobierno, 

datos sobre la producción de petróleo y entrevistas, la Nile Petroleum Corporation 

ingresó al menos 400 millones de dólares en el período comprendido entre junio de 

2013 y mayo de 2019. El Grupo no tiene pruebas de que ninguno de esos ingresos 

públicos se haya transferido al Banco de Sudán del Sur. En 2019, último año en que 

el Ministerio del Petróleo publicó datos completos sobre la participación de la Nile 

Petroleum Corporation en el petróleo, la empresa obtuvo un ingreso neto medio de 

más de 3,4 millones de dólares al mes. 

139. Ni la Nile Petroleum Corporation ni el Gobierno han rendido cuentas de los 

ingresos obtenidos por la empresa104. En septiembre de 2020 y febrero de 2021, el 

Grupo de Expertos dirigió por escrito a la Nile Petroleum Corporation preguntas 

específicas, pero no ha recibido respuesta. Además, la Nile Petroleum Corporation no 

ha sido auditada, a pesar de que en la Ley del Petróleo de 2012 se estipula que la 

__________________ 

 101 Los intereses del préstamo estaban vinculados al tipo de interés interbancario de Londres, que 

es un tipo de interés de referencia mundial clave utilizado para los préstamos.  

 102 Examen de los documentos de la empresa y del Ministerio del Petróleo. 

 103  Entrevistas con funcionarios y exfuncionarios del Gobierno y fuentes confidenciales, diciembre 

de 2020 a febrero de 2021. 

 104  Entrevistas con agentes de la sociedad civil, diplomáticos extranjeros, funcionarios y 

exfuncionarios de la Nile Petroleum Corporation y del Gobierno, y fuentes confidenciales, 

agosto de 2020 a febrero de 2021. 

https://undocs.org/es/S/2020/342
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empresa, “de conformidad con las normas internacionales, pondrá a disposición del 

público sus cuentas anuales auditadas, la cuota de producción, los procedimientos de 

comercialización, el precio de venta, las tasas pagadas o recibidas por las actividades 

y el transporte relativos al petróleo y los acuerdos y subcontratos petroleros” 105. 

140. La Ley del Petróleo de 2012 también indica que el Presidente es responsable de 

nombrar el Consejo de Administración de la Nile Petroleum Corporation. Como se 

señaló en el informe provisional de 2020, el 28 de agosto de 2020, el Sr. Kiir nombró 

a los nuevos miembros de la Junta, que están en la obligación de informar de sus 

bienes personales a la Comisión de Lucha contra la Corrupción y a la Cámara 

Nacional de Auditoría106 . Además, funcionarios y exfuncionarios de alto nivel del 

Gobierno dijeron al Grupo que la Oficina del Presidente no solo  había nombrado a la 

Junta, sino que también había gestionado directamente las operaciones de la empresa, 

al margen del Ministerio del Petróleo y de los órganos de supervisión del gobierno 107. 

 

 

 F. Ausencia de datos sobre las tarifas de alquiler de superficies 

petrolíferas 
 

 

141. El Gobierno obtiene ingresos adicionales del petróleo a través de diversas tarifas 

puntuales o anuales. En particular, las empresas operadoras de petróleo que gestionan 

los campos petrolíferos del país son responsables de las tarifas de alquiler de 

superficie anuales, según funcionarios y exfuncionarios del Ministerio del Petróleo 

familiarizados con los acuerdos de exploración y reparto de petróleo firmados con el 

Gobierno. La Ley del Petróleo de 2012 estipula que el pago de las tarifas de alquiler 

de superficie “se abonará exclusivamente al Fondo Nacional de Ingresos” 108 . Sin 

embargo, según fuentes confidenciales, las tarifas de alquiler no se han transferido al 

Banco de Sudán del Sur (para el Fondo Nacional de Ingresos) de acuerdo con la Ley 

del Petróleo de 2012 y la Ley de gestión de los ingresos derivados del petróleo 

de 2013. 

142. Las solicitudes presentadas por escrito por el Grupo de Expertos al Ministerio 

del Petróleo, el Ministerio de Finanzas y Planificación y la Nile Petroleum 

Corporation para que aclararan aspectos de las tarifas de alquiler de superficie no han 

recibido respuesta. La Greater Pioneer Operating Company respondió al Grupo de 

Expertos el 4 de marzo de 2021, ocasión en la que señaló que tenía una “obligación 

contractual de mantener la confidencialidad de toda la información relacionada con 

las operaciones petroleras” y que había solicitado la aprobación del Gobierno y del 

“socio respectivo” para compartir la información. La Dar Petroleum Operating 

Company escribió al Grupo el 9 de marzo de 2021 y ofreció la misma respuesta.  

143. A falta de datos sobre el uso actual de los bloques petroleros, el Grupo de 

Expertos no puede verificar cuánto han tenido que pagar la Dar Petroleum Operating 

Company y la Greater Pioneer Operating Company, ya que el cálculo que hace el 

Gobierno de las tarifas de alquiler de superficie se basa en el uso que hacen las 

empresas petrolíferas de los terrenos situados en sus bloques petrolíferos 109 . 

Basándose en datos parciales sobre los pagos en 2019 y en entrevistas con personas 

__________________ 

 105 Sudán del Sur, Ley del Petróleo, 2012, cap. 5, secc. 13, art. 10.  

 106  Ibid., cap. 19, secc. 97, arts. 1 y 2. Véase también https://nilepet.com/board-of-directors/.  

 107  Entrevistas con funcionarios y exfuncionarios del Ministerio del Petróleo y de la Nile Petroleum 

Corporation, economistas del sector petrolero, diplomáticos extranjeros y fuentes 

confidenciales, agosto de 2020 a febrero de 2021. 

 108  Sudán del Sur, Ley del Petróleo, 2012, cap. 16, secc. 72. 

 109 Las tarifas de alquiler de superficie de las empresas petroleras se basan en un cálculo del 

kilómetro cuadrado de uso, con tarifas diferentes para los terrenos que están bombeando 

petróleo, los que están en desarrollo y los que ya no se utilizan.  
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familiarizadas con los pagos del petróleo, el Grupo estima que las tarifas de alquiler 

de las tres empresas petrolíferas han ascendido a más de 20 millones de dólares 

al año110. 

 

 

 G. Apropiación indebida de fondos públicos por el Gobierno 
 

 

144. Organismos gubernamentales y ministerios han desviado recursos públicos, han 

malversado fondos y han interferido en la gestión financiera pública de la recaudación 

de ingresos no petroleros. Los sistemas de gestión de las finanzas públicas , en 

particular, han “creado una brecha de credibilidad con los donantes, lo que ha dado 

lugar a que la ayuda se desembolse y ejecute al margen de los sistemas 

gubernamentales”, según el FMI111. Dados los riesgos asociados con la gestión y el 

desembolso de los ingresos, el Consejo de Ministros respaldó las 11 medidas 

prioritarias adoptadas por el Comité de Fiscalización de la Gestión de las Finanzas 

Públicas, la mayoría de las cuales están alineadas con las reformas estipuladas en el 

Acuerdo, para abordar la persistente falta de gobernanza financiera de los recursos 

públicos y naturales del país.  

 

 

 H. Intereses de la Oficina de Seguridad Interna en la recaudación 

de ingresos no petroleros 
 

 

145. La Oficina de Seguridad Interna ha seguido consolidando su influencia sobre la 

recaudación de ingresos del Gobierno y las empresas privadas. Por ejemplo, la 

División de Inteligencia Económica de la Oficina de Seguridad Interna ha exigido a 

algunas empresas privadas que obtengan la aprobación de la Oficina para llevar a 

cabo sus operaciones 112 . Empresarios de Yuba y exfuncionarios del Gobierno 

informaron al Grupo de Expertos de que la Oficina de Seguridad Interna había exigido 

sistemáticamente a las empresas privadas que emplearan a personal activo de la 

Oficina, sin bien esta, en algunos casos, había estado gestionando sus propias 

empresas privadas competidoras.  

146. Según funcionarios y exfuncionarios de la Dirección Nacional de Ingresos y del 

Ministerio de Finanzas y Planificación, la Oficina de Seguridad Interna ha de bilitado 

sistemáticamente la capacidad de la Dirección para recaudar ingresos no petroleros. 

Como informó el Grupo Expertos en su informe provisional de 2020, el anterior 

Comisionado en funciones de la Dirección, Erjok Bullen, era un funcionario de la 

Oficina de Seguridad Interna que, durante su nombramiento provisional, había 

facilitado amplias exenciones fiscales a la importación y restringió la presentación de 

informes transparentes sobre la recaudación de ingresos. Además, el Grupo ha podido 

determinar que a los funcionarios de la Oficina de Seguridad Interna se le han 

asignado otras funciones en la gestión de las finanzas públicas en el Banco de Sudán 

del Sur, el Ministerio de Finanzas y Planificación y la Dirección Nacional de 

Aduanas113. 

147. Según exfuncionarios del Gobierno, la División de Inteligencia Económica 

desempeña en la Dirección Nacional de Ingresos una función oficial dedicada a 

investigar la elusión y la evasión de impuestos. Sin embargo, fuentes confidenciales 

__________________ 

 110  Entrevistas con fuentes confidenciales, julio a diciembre de 2020. 

 111  FMI, “Republic of South Sudan: request for disbursement under the Rapid Credit Facility – 

press release; staff report; statement by the Executive Director for the Republic of South 

Sudan”, informe nacional núm. 20/301, noviembre de 2020.  

 112 Documentos confidenciales examinados por el Grupo de Expertos.  

 113  Entrevistas con agentes de la sociedad civil, la Dirección Nacional de Ingresos y el Ministro 

de Finanzas y Planificación, diciembre de 2020. 
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confirmaron al Grupo que los funcionarios de esa División habían intentado controlar 

los flujos financieros entrantes procedentes de ingresos no petroleros y se resistían a 

la aplicación de normas internas para mejorar la recaudación de ingresos no 

petroleros 114 . El Grupo también pudo establecer, como se señaló en su informe 

provisional de 2020, casos de funcionarios de la Oficina de Seguridad Interna que 

habían ejercido presiones sobre la Dirección Nacional de Ingresos para que 

concediera exenciones fiscales a empresas privadas115.  

148. Además, en 2019, cuando la Dirección Nacional de Ingresos armonizó la 

recaudación de impuestos en una única cuenta en bloque, la Oficina de Seguridad 

Interna intentó influir en la elección de los bancos que estarían autorizados a gestionar 

transacciones financieras en nombre del Banco de Sudán del Sur. Fuentes 

confidenciales informaron al Grupo de Expertos de que funcionarios de la Oficina de 

Seguridad Interna habían tratado de obtener acceso al proceso de licitación y 

selección confidencial de la Dirección Nacional de Ingresos. 

 

 

 I. Apropiación indebida de fondos públicos por un funcionario 

del Ministerio de Salud 
 

 

149. En el curso de su investigación sobre la posible apropiación indebida de fondos 

públicos, el Grupo de Expertos constató que un funcionario del Ministe rio de Salud 

y el Banco de Sudán del Sur habían violado los procedimientos destinados a proteger 

los ingresos públicos contra irregularidades financieras 116 . Sobre la base de 

documentos gubernamentales examinados por el Grupo, el 19 de febrero de 2020 el 

Subsecretario del Ministerio de Salud, Makur Matur Kariom, presentó una solicitud 

oficial al Banco de Sudán del Sur para que desembolsara 30.780 dólares en efectivo 

(véase el anexo XVIII). En su carta al Banco, el Sr. Kariom solicitó el desembolso de 

dinero en efectivo para sufragar gastos relacionados con la visita de una delegación 

extranjera al Ministerio de Salud, incluidas las dietas de los visitantes.  

150. Sin embargo, el 6 de abril de 2020, el Director de Administración y Finanzas 

del Ministerio de Salud informó al Sr. Kariom de que la visita se había cancelado 

debido a la pandemia de COVID-19. No obstante, el Sr. Kariom ordenó al cajero del 

Ministerio de Salud que visitara el Banco de Sudán del Sur para extraer 30.780 dólares 

de la cuenta del Ministerio (véase el anexo XVIII). El Grupo examinó documentos 

que indicaban que el cajero había extraído el dinero en efectivo sin rellenar el 

formulario obligatorio (véase el anexo XIX).  

151. De conformidad con  las políticas del Ministerio de Salud, cualquier extracción 

de la cuenta del Ministerio requiere que se notifique de ello por anticipado al Director 

de Administración y Finanzas y que este apruebe la extracción. El Grupo de Expertos 

remitió solicitudes al Ministerio de Salud y al Banco de Sudán del Sur para obtener 

más información sobre la transacción, pero no recibió respuestas.  

 

 

 V. Desviación de la atención respecto de Sudán del Sur debido 
a controversias regionales 
 

 

152. El Acuerdo se negoció y firmó en septiembre de 2018 en un contexto de 

creciente distensión regional en el Cuerno de África, en que Etiopía, Sudán y Uganda, 

con el apoyo del bloque regional, la Autoridad Intergubernamental para el 
__________________ 

 114  Ibid.  

 115  Ibid. 

 116  Entrevistas con agentes de la sociedad civil y fuentes confidenciales, diciembre de 2020 

a febrero de 2021. 
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Desarrollo (IGAD), mancomunaron esfuerzos en favor del Acuerdo. Como hubo de 

señalar el Grupo en su informe provisional de 2020, la adopción de medidas tangibles 

para aplicar el Acuerdo han requerido a menudo una presión regional constante sobre 

los signatarios.  

153. Sin embargo, desde la formación del Gobierno, la falta de unidad en el seno de 

la IGAD ha limitado el compromiso regional de alto nivel y coordinado en la 

aplicación del Acuerdo. Durante este período, una serie de cuestiones de seguridad 

regional han afectado a la cohesión de la región y de la propia IGAD y han tenido 

consecuencias directas e indirectas para la paz y la estabilidad en Sudán del Sur.  

 

 

  Aumento de los problemas de seguridad regional  
 

 

154. Según funcionarios del Gobierno y organizaciones regionales de inteligencia 

entrevistados por el Grupo de Expertos, tres controversias en el Cuerno de África 

fuera de Sudán del Sur han tenido un impacto particular en la paz y la seguridad del 

país: a) el conflicto en la región de Tigré en Etiopía; b) las fricciones en torno a la 

frontera entre Etiopía y el Sudán en la zona de Fashaqah; y c) los desacuerdos entre 

Egipto, Etiopía y el Sudán sobre la construcción de la Gran Presa del Renacimiento 

Etíope.  

155. Si bien las controversias regionales no se han extendido al territorio de Sudán 

del Sur, múltiples fuentes diplomáticas regionales señalaron al Grupo de Expertos que 

la IGAD se había mostrado ineficaz debido a las distracciones y tensiones causadas 

por las controversias y por otras tensiones relacionadas con los planes electorales de 

Somalia y las elecciones en Uganda en enero de 2021. Como resultado, se ha visto 

mermada la capacidad de la IGAD para ejercer un liderazgo coherente en la aplicación 

del Acuerdo. Según fuentes confidenciales gubernamentales de alto nivel, la región 

ha prestado, por tanto, menos atención al proceso político en Sudán del Sur.  

156. En Etiopía, a partir de noviembre de 2020, el Gobierno federal, encabezado por 

el Primer Ministro, Abiy Ahmed, se embarcó en una operación militar para capturar 

a los antiguos líderes de la región etíope de Tigré y hacerse con el pleno control 

territorial de ese estado regional. Múltiples fuentes regionales e internacionales 

indicaron al Grupo de Expertos que el ejército de Eritrea había apoyado al Sr. Ahmed 

en la operación militar, que había provocado un importante flujo de refugiados hacia 

la zona de Al-Gadarif, en el Sudán117.  

157. El desbordamiento del conflicto en Tigré intensificó las tensiones por la 

controversia en torno a la frontera entre Etiopía y el Sudán en la zona de Fashaqah, 

franja de tierra atribuida al Sudán por tratados coloniales, pero en la que se han 

asentado pobladores etíopes118. Las tensiones en torno a Fashaqah han continuado 

desde mediados de diciembre de 2020 y han provocado enfrentamientos militares 

entre las Fuerzas Armadas Sudanesas y fuerzas etíopes119. El 15 de enero de 2021, 

Sudán del Sur se ofreció a mediar entre sus dos vecinos120.  

158. Estos acontecimientos regionales han agravado los desacuerdos existentes entre 

Etiopía, por un lado, y Egipto y el Sudán, por otro, sobre el llenado de la Gran Presa 

del Renacimiento Etíope, como ha señalado anteriormente el Grupo de Expertos 

(véase S/2018/292). Años de negociaciones entre los tres países sobre el llenado de 

__________________ 

 117  Entrevistas con diplomáticos extranjeros, personal de inteligencia regional y fuentes 

confidenciales, noviembre de 2020 a marzo de 2021.  

 118  Entrevistas con personal de inteligencia regional y fuentes confidenciales, diciembre de 2020 

a marzo de 2021. 

 119  Ibid. 

 120  Entrevistas con funcionarios del Gobierno, enero de 2021.  

https://undocs.org/es/S/2018/292
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la presa y la presión internacional para encontrar un compromiso no han conducido a 

un acuerdo.  

159. En medio de la polarización regional y de la intensificación de la retórica 

beligerante, Egipto y el Sudán firmaron, el 2 de marzo de 2021, un acuerdo de 

cooperación militar, calificado de inédito por el Gobierno de Egipto 121. El 6 de marzo 

de 2021, el Presidente de Egipto, Abdel Fattah Al Sisi, visitó en Jartum al Presidente 

del Consejo Soberano de transición del Sudán, Teniente General Abdel Fattah 

al-Burhan. Según la prensa, ambos reiteraron su posición común sobre la necesidad 

de emprender negociaciones antes de que se llene la Gran Presa del Renacimiento 

Etíope, y el Sr. Al Sisi aseguró al Sudán el apoyo de su país a sus derechos de defender 

su territorio en el conflicto fronterizo en torno a Fashaqah con Etiopía 122.  

160. Dadas las tensiones entre Egipto, Etiopía y el Sudán, múltiples fuentes 

sursudanesas y regionales han expresado su preocupación por el hecho de que Sudán 

del Sur se haya visto atrapado entre las controversias regionales. Fuentes 

confidenciales en Yuba que conocen bien la región dijeron al Grupo de Expertos que 

el Teniente General Kuc y el Sr. Gatluak habían intentado durante  toda la crisis 

diplomática regional convencer tanto a Egipto y al Sudán, por un lado, como a 

Etiopía, por otro, de la lealtad de Sudán del Sur. Según las mismas fuentes, como 

consecuencia de esas actividades, Egipto, Etiopía y el Sudán han presionado al 

Sr. Kiir para que tome partido en la controversia regional.  

161. Las mismas fuentes advirtieron de los riesgos para la paz y la estabilidad en 

Sudán del Sur si el Sr. Kiir tomara partido en las controversias. Fuentes confidenciales 

confirmaron al Grupo que, el 9 de marzo de 2021, el Viceprimer Ministro y Ministro 

de Relaciones Exteriores de Etiopía, Demeke Mekonnen, visitó al Sr. Kiir en Yuba 

para mantener conversaciones relacionadas con los acontecimientos regionales 

subyacentes.  

162. Anteriormente, el 28 de noviembre de 2020, el Sr. Al Sisi visitó Sudán del Sur 

(véase el anexo XX). El Sr. Kiir y el Sr. Al Sisi mantuvieron conversaciones sobre 

cuestiones bilaterales e intercambiaron opiniones sobre la estabilidad regional, 

incluida la situación en Etiopía, según múltiples fuentes confidenciales.  

 

 

 VI. Conclusión 
 

 

163. Como ha informado sistemáticamente el Grupo de Expertos desde la formación 

del Gobierno (véanse S/2020/342 y S/2020/1141), la aplicación selectiva y lenta del 

Acuerdo es un riesgo para la paz y la seguridad en Sudán del Sur. Dado que el Acuerdo 

se basaba en la formación de un Gobierno de unidad que compartiera el poder tras 

cinco años de conflicto violento, el Grupo observa que la falta de una verdadera 

aplicación del Acuerdo ha sido un barómetro del compromiso de los signatarios con 

la adopción de decisiones conjuntas y la búsqueda de soluciones de avenencia. Sin 

embargo, más de un año de controversias políticas y desacuerdos sobre cómo aplicar 

el Acuerdo ha ampliado las divisiones políticas, militares y étnicas. Paralelamente, ha 

disminuido el impulso regional de centrarse en Sudán del Sur debido a las crecientes 

fisuras regionales.  

164. Desde principios de enero de 2021, agentes de la sociedad civil, dirigentes 

políticos y oficiales militares, en conversaciones públicas y confidenciales con el 

__________________ 

 121  Entrevistas con personal de servicios de inteligencia regionales y fuentes confidenciales, marzo 

de 2021; y Egypt Independent, “Egypt, Sudan sign military cooperation agreement”, 2 de marzo 

de 2021. 

 122  Hamza Hendawi, “Egypt and Sudan reject Ethiopia ‘controlling’ Nile, says El Sisi in 

Khartoum”, The National, 6 de marzo de 2021.  

https://undocs.org/es/S/2020/342
https://undocs.org/es/S/2020/1141
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Grupo, han planteado graves preocupaciones sobre la capacidad del Acuerdo para 

lograr una paz duradera en Sudán del Sur y han comunicado su descontento con la 

transición política y su frustración con el liderazgo del Gobierno. Varios 

interlocutores de alto nivel de Sudán del Sur han reiterado la posición del Consejo de 

Ancianos Jieng de que el Sr. Kiir y el Sr. Machar se han convertido en obstáculos para 

la democracia, el desarrollo económico y el progreso humano en Sudán del Sur y 

deben dimitir para que el país pueda explorar otras alternativas políticas y evitar un 

nuevo conflicto. 

 

 

 VII.  Recomendaciones  
 

 

165. Teniendo en cuenta el deterioro de la seguridad en Sudán del Sur, el Grupo de 

Expertos reitera sus recomendaciones, expuestas en su informe provisional de 2020 

(véase S/2020/1141, anexo XIX), de que el Consejo de Seguridad a) mantenga el 

embargo de armas en el territorio de Sudán del Sur; y b) solicite una evaluación 

independiente de la gestión de las existencias de armas por parte del Gobierno.  

166. Además, el Grupo de Expertos recomienda: 

 a) Que, a fin de asegurar la aplicación efectiva del embargo de armas, el 

Consejo de Seguridad modifique la cláusula de exención del embargo de armas de 

modo que el suministro de toda la información pertinente, incluidos el proveedor, la 

fecha de entrega propuesta, el medio de transporte y el itinerario de los envíos, sea 

un requisito para las solicitudes de exención; y que se solicite a la IGAD que autorice 

al Mecanismo de Vigilancia y Verificación del Alto el Fuego y los Arreglos 

Transitorios de Seguridad a inspeccionar cargamentos que ingresen en Sudán del Sur 

y que hayan recibido una exención del Comité del Consejo de Seguridad establecido 

en virtud de la resolución 2206 (2015) relativa a Sudán del Sur, de conformidad con 

los apartados f) y g) del párrafo 5 de la resolución 2428 (2018) del Consejo de 

Seguridad, reafirmada en la resolución 2521 (2020); 

 b) Que, a fin de apoyar la presentación de informes independientes sobre la 

aplicación del embargo de armas, de conformidad con los párrafos 8 a 10 de la 

resolución 2521 (2020), el Consejo de Seguridad solicite a la Secretaría que, en 

consulta con la UNMISS y el Mecanismo de Vigilancia y Verificación del Alto el 

Fuego y los Arreglos Transitorios de Seguridad, elabore un modelo normalizado de 

presentación de informes para que los Estados Miembros informen sobre las 

inspecciones de los cargamentos con destinado a Sudán del Sur;  

 c) Que, a fin de reconocer la importancia de que se garanticen los derechos 

de las víctimas de violaciones cometidas de los derechos humanos y del derecho 

internacional y poner fin a la impunidad, el Consejo de Seguridad incluya como 

criterio de designación independiente para las sanciones cualquier acción o política 

que amenace o socave la aplicación de los mecanismos de justicia de transición 

esbozados en el capítulo 5 del Acuerdo.  

167. El Grupo de Expertos reitera sus recomendaciones, expuestas en su informe 

provisional de 2020 (véase S/2020/1141, anexo XIX) a) que el Comité imponga 

sanciones selectivas a los dirigentes militares que hayan obstaculizado las actividades 

de las misiones internacionales de mantenimiento de la paz y las misiones 

diplomáticas, así como la entrega y distribución de asistencia humanitaria; y b) que, 

a fin de adoptar todas las medidas necesarias para asegurar la aplicación de las 

medidas de congelación de activos, el Comité exhorte a los Gobiernos de los países 

vecinos de Sudán del Sur a que presenten a sus organismos, incluidos los bancos 

centrales, los organismos tributarios, los órganos de supervisión financiera y los 

ministerios de tierras y vivienda, la lista de ocho sursudaneses designados que se 

encuentran en la lista de sanciones del Comité.  

https://undocs.org/es/S/2020/1141
https://undocs.org/es/S/RES/2206(2015)
https://undocs.org/es/S/RES/2428(2018)
https://undocs.org/es/S/RES/2521(2020)
https://undocs.org/es/S/RES/2521(2020)
https://undocs.org/es/S/2020/1141
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168. Además, el Grupo de Expertos recomienda:  

 a) Que, a fin de impedir la explotación y el comercio ilícitos de madera de 

construcción por parte de los grupos armados en Sudán del Sur, el Comité inste al 

Gobierno a detener las operaciones de las empresas que no dispongan de licencias 

oficiales emitidas por el Ministerio de Medio Ambiente y Silvicultura y, para 

cualquier lote de madera de construcción que se vaya a exportar, a expedir un 

certificado de origen, que deberá incluir información sobre la ubicación geográfica 

de la plantación de madera de construcción, la fecha de tala, las especies de árboles 

talados y el peso total del lote;  

 b) Que, a fin de adoptar todas las medidas necesarias para hacer frente a los 

riesgos relacionados con las irregularidades financieras y la desviación de patrimonio 

público, que son un motivo de grave preocupación para el Consejo de Seguridad, 

como se indica en el párrafo 16 de la resolución 2521 (2020), el Comité exhorte 

públicamente a que se constituya el Comité Asesor de la Dirección de Gestión 

Económica y Financiera, órgano encargado de la supervisión y la gestión eficaz de 

las finanzas públicas. Como se estipula en el artículo 4.16 del Acuerdo, el Comité 

Asesor incluirá al Banco Mundial, el FMI, el Banco Africano de Desarrollo, el 

Mercado Común para África Oriental y Meridional, el Banco de la Zona de Comercio 

Preferencial, la Comisión Económica para África, el Programa de las Naciones 

Unidas para el Desarrollo y tres representantes de los principales donantes.  

 c) Que, a fin de facilitar la determinación de casos de apropiación indebida y 

desviación de recursos públicos y desalentar esos actos, el Comité haga un 

llamamiento público a las empresas privadas, en particular a las empresas petroleras 

que participan en el comercio y la explotación de recursos naturales en Sudán del Sur, 

para que divulguen unilateralmente la información de la empresa de conformidad con 

los requisitos de presentación de informes de la Iniciativa para la Transparencia de 

las Industrias Extractivas. Dado que el Gobierno está obligado, en virtud del artículo 

4.8.1.14.11 del Acuerdo, a acelerar el proceso de adhesión a la Iniciativa, la 

divulgación pública de información sobre los pagos y servicios de las empresas al 

Gobierno, los volúmenes y el valor de mercado de la producción de recursos naturales 

y la exportación de productos apoyaría los esfuerzos del Gobierno por mejorar la 

supervisión y la gestión de las finanzas públicas en Sudán del Sur;  

 d) Que, considerando que el Grupo de Expertos ha documentado que la 

Oficina de Seguridad Interna ha seguido ejerciendo poderes militares y financieros 

que no están sometidos a ningún control, como lo demuestra el continuo 

entrenamiento, reclutamiento y armamento de fuerzas por parte la Oficina, en 

violación de las disposiciones del capítulo 2 del Acuerdo (véanse S/2019/301 y 

S/2020/342), y que la Oficina de Seguridad Interna, bajo las órdenes directas del 

Teniente General Kuc, ha seguido actuando en violación del Acuerdo, obstruyendo su 

aplicación (véanse S/2019/301 y S/2020/342), por lo que constituye una de las 

mayores amenazas para la paz y la seguridad en Sudán del Sur; teniendo en cuenta 

que el Grupo ha informado ampliamente sobre los abusos sistemáticos de los derechos 

humanos, incluidas detenciones extrajudiciales, torturas y asesinatos en centros de 

detención ilegales, entre ellos los centros conocidos “Blue House” y “Riverside” y 

los centros de Luri, bajo el mando y control directos del Teniente General Kuc; y 

teniendo en cuenta también que la Oficina de Seguridad Interna ha continuado con 

esas prácticas, el Comité insta al Gobierno de Sudán del Sur a que adopte todas las 

medidas necesarias para cerrar todos los centros de detención ilegales y se asegure de 

que todas las actividades de la Oficina de Seguridad Interna se ajusten a la 

Constitución de transición de Sudán del Sur de 2011, en particular a los artí culos 159 

y 160, y al derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional 

humanitario. 

https://undocs.org/es/S/RES/2521(2020)
https://undocs.org/es/S/2019/301
https://undocs.org/es/S/2020/342
https://undocs.org/es/S/2019/301
https://undocs.org/es/S/2020/342
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The South Sudan Civil Society Forum 

March 1, 2021 

To the Citizens of South Sudan, 

Dear Fellow Citizens,  

Re: Open Letter 1 –The Status of Peace Implementation  

1. Introduction 

The South Sudan Civil Society Forum (SSCSF) writes to you following the eve of the first 

anniversary of the Transitional Period of the Revitalized Agreement on the Resolution of the Conflict 

in the Republic of South Sudan (R-ARCSS). This letter aims to update you on what is happening 

with the implementation of the 2018 Peace Agreement.  

SSCSF, with a nation-wide membership of over 200 diverse and independent civil society 

organizations and individual activists, has represented you in the peace process right from the High 

Level Revitalization Forum (HLRF) and now in the implementation mechanisms of the R-ARCSS.  

The Forum held numerous consultations throughout the country, engaged in radio talk shows, social 

media and channelled your voices to various institutions of the agreement. It is therefore obligatory 

for SSCSF to report to you the status of implementation of the R-ARCSS, one year into the 

Transitional Period and about 29 months since the signing of the Agreement.  

The purpose of this letter is to inform you about prospects for peace in our country through the 

implementation of the 2018 Agreement by the Revitalized Transitional Government of National 

Unity (RTGoNU) and its constituent parties. This letter also intends to draw your attention to active 

citizenry in pursuit of lasting peace in the country.  

2. Missed Opportunities  during the Transitional Period 

Fellow Citizens, the R-ARCSS is a framework for peace in South Sudan. It was agreed upon by 

parties to the conflict and endorsed by stakeholders including faith-based leaders, civil society, 

academia, women, youth, business community and eminent persons.  

If implemented on time, the Agreement would have established and strengthened the government to 

deliver on its core mandate of protecting us, our property and our country. Public institutions at all 

levels of government would have been reformed and strengthened to deliver social services to South 

Sudanese. It would have also allowed internally displaced persons (IDPs) and refugees to return home 

voluntarily, in safe and dignified manner.  

Anexo I: Carta abierta del Foro de la Sociedad Civil de Sudán del Sur sobre el estado de la implementación 

de la paz, 1 de marzo de 2021 
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Anexo II: Iniciativa de Roma para el Diálogo Político en Sudán del Sur, Declaración de Principios,  

10 de marzo de 2021, Naivasha (Kenya) 
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Anexo III: Extractos de la carta del Consejo de Ancianos Jieng titulada "Romper el silencio",  

26 de enero de 2021
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Anexo IV: Carta del Consejo de Ancianos Jieng titulada "Romper el silencio: el camino a seguir",  

19 de febrero de 2021 
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Anexo V: Declaración de separación de la facción Lou Nuer del M/ELPS-O, 31 de enero de 2021 
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Anexo VI: Anuncio del Frente de Salvación Nacional del ELPS en la Oposición en Ecuatoria Oriental,  

8 de diciembre de 2020 
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Anexo VII: Renuncia del M/ELPS-O de las fuerzas de la Brigada 2B en Ecuatoria Central,  

13 de febrero de 2021 
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Anexo VIII: Declaración de prensa del Ministro de Asuntos Presidenciales, 2 de febrero de 2021 
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Anexo IX: Declaración de prensa del Ministro de Asuntos Presidenciales, 3 de febrero de 2021 
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Anexo X: Orden Presidencial No.02/21 sobre “la formación de un Comité de Supervisión para supervisar 

la realización de la Auditoría del Sector Petrolero iniciada por la Comisión Nacional de Petróleo y Gas”,  

18 de febrero de 2021 
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Anexo XI: Orden Presidencial nº 21/2020 sobre “Prórroga y continuación del Presupuesto General  

2019/20 a la espera de la aprobación del Presupuesto General 2020/2021 por la Asamblea Legislativa 

Nacional de Transición (ALTN)”, 3 de julio de 2020 

  



S/2021/365  
 

 

74/85 21-03796 

 

  



 
S/2021/365  

 

21-03796 75/85 

 

Anexo XII: Resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas sobre la justicia de transición 

 

The United Nations Security Council has made explicit reference to transitional justice as a key to achieving long -

lasting sustainable peace, and it has highlighted the importance of transitional justice in relation to women, peace 

and security and on children and armed conflict. In particular, the Security Council has emphasised the 

responsibility of the States to end impunity, investigate and prosecute those responsible for genocide, crimes 

against humanity, war crimes and other crimes perpetrated against children and women and girls:  

 

• On children and armed conflict see S/RES/2427 (2018), S/RES/2143 (2014), S/RES/2068 (2012), 

S/RES/1882 (2009) and S/RES/ 1820 (2008). 

• On women peace and security see S/RES/2467 (2019), S/RES/ 2242 (2015), S/RES/2122 (2013), 

S/RES/2106 (2013), S/RES/1960 (2010), S/RES/1888 (2009), S/RES/1820 (2008), S/RES/1325 (2000) 

 

In addition, the Security Council in resolution 2106 (2013) drew attention to the importance of a comprehensive 

approach to transitional justice, which according to the UNSC should encompass both judicial and non -judicial 

measures. 

  

https://undocs.org/en/S/RES/2427(2018)
https://undocs.org/en/S/RES/2143(2014)
https://undocs.org/en/S/RES/2068(2012)
https://undocs.org/en/S/RES/1882(2009)
https://undocs.org/en/S/RES/1820(2008)
https://undocs.org/en/S/RES/2467(2019)
https://undocs.org/en/S/RES/2242(2015)
https://undocs.org/en/S/RES/2122(2013)
https://undocs.org/en/S/RES/2106(2013)
https://undocs.org/en/S/RES/1960(2010)
https://undocs.org/en/S/RES/1888(2009)
https://undocs.org/en/S/RES/1820(2008)
https://undocs.org/en/S/RES/1325(2000)
https://undocs.org/en/S/RES/2106(2013)
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Anexo XIII: Traslado del helicóptero Mi-24 estacionado en el cuartel general de las FDPSS conocido  

como Bilpham entre el 15 de febrero de 2020 y el 17 de septiembre de 2020 

15 de febrero de 2020 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

17 de septiembre de 2020 
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Anexo XIV: Clasificación de la fase de seguridad alimentaria integrada (CIF) 

 

Image taken from the Integrated Food Security Phase Classification (IPC), briefing. Available at: 

https://www.humanitarianresponse.info/sites/www.humanitarianresponse.info/files/documents/files/IPC -

Factsheet.pdf 

  

https://www.humanitarianresponse.info/sites/www.humanitarianresponse.info/files/documents/files/IPC-Factsheet.pdf
https://www.humanitarianresponse.info/sites/www.humanitarianresponse.info/files/documents/files/IPC-Factsheet.pdf
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Anexo XV: Declaración de prensa del Banco de Sudán del Sur sobre la reintroducción de las subastas  

de divisas, 21 de enero de 2021 
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Anexo XVI: Anexo de la resolución núm. 46/2019 del Consejo de Ministros titulada “Asignación de otros 

20.000 barriles diarios de crudo para proyectos de infraestructuras”, 7 de mayo de 2019 
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Anexo XVII: Discurso del Presidente Kiir en la sesión de apertura de la Legislatura Nacional  

de Transición, 14 de mayo de 2019 
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Anexo XVIII: Carta oficial del Director de Administración y Finanzas del Ministerio de Salud al Ministro 

de Salud (República de Sudán del Sur/Yuba), 8 de abril de 2020
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Anexo XIX: Carta oficial del Asesor Jurídico del Ministerio de Salud al Ministro de Salud en relación  

con la extracción de 30.780 dólares estadounidenses, 9 de abril de 2020
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Anexo XX: Comunicado de la Oficina del Presidente de Sudán del Sur sobre la visita del Presidente  

de Egipto a Sudán del Sur, 27 de noviembre de 2020 

 

 


